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SECRETARIA GENERAL Y COMUN
NOTIFICACION POR AVISO EN CARTELERA Y PAGINA WEB

AUTO  DE VINCULACIóN SUJETOS PROCESALES DENTRO DEL PROCESO DE
RESPONSABILIDAD FISCAL

La   SecretarIÍa   General      y   Común   de   la   Contraloría   Departamental   deI   Tolima,   dando
cumplimiento  a  lo ordenado en  el  artículo  69 de  la  Ley 1437 de 2011,  procede a  notificarle

por  medio  del  presente  AVISO  a  WILSON  EUSEBIO  VARON  TORRES  identificado(a)
con  C.C.  No,  93.45,0.937 Almacenista  General  de  la  Secretar¡a  General y de Gobierno de  la
ADMINISTRACION   MUNICIPAL  DE  CHAPARRAL  TOLIMA,   para   la   época   de   los
hechos,  el  Auto            No,  005  de fecha  23  de Junio  de  2022,  Mediante  el  Cual  se Vinculan
unos Sujetos  Procesales,  del  proceso de  responsabilidad fiscal  radicado con  el  No|112-032-
2020,   expedido   por   la   Direcc¡ón   Técn¡ca   de   Responsabilidad   Fiscal   de   la   Contraloría
Departamental  del Tolima.

Contra  la  presente prov¡denc¡a  no procede  recurso alguno.

Se  les  hace saber que esta  not¡ficación  se considera  surtida  al  finalizar el  di'a  s¡gu¡ente a  la
fecha  de  Desfijac¡ón  de  este  aviso  en  cartelera  y  en  la  página  Web  lnstitucional    de  la
Contraloría  Departamental  del ToI¡ma.

Se  publ¡ca  copia  íntegra del Auto de Apertura y Auto de V¡nculación

COMUNIQUESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

Se  fija   el   presente  AVISO  en   un   lugar  público  y  visible,   en  cartelera   de  la   Secretaría
General  de  la  Contraloría  Departamental  del  Tol¡ma  y  en  Página  Web  ¡nst:¡tuc¡onal  por  un
térm¡no  de  cinco  (05)  dl'as  hábiles,  a  partir  del  10  de  agosto  de  2022    siendo  las  O7:00
a.ml

ESPERANZA
Secretaria  G

í_!/,              -

CARRILLO

DESFIJACION

Hoy    17  de  agosto  de  2022      a  las  6:00  p.m|,  venció  el  término  de  fijación  del  anterior
AVISO,   se desfija y se agrega al expediente respectivo.

\

ESPERANZA MONROY CARRILLO
Secretar¡a  General

ElaborÓ   Consuelo Qu¡ntero

Aprobado  19 de novíembre de 2014
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AUTO DE APERTURA DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL NO.   035

En  la  c¡udad  de lbagué-Tolima,  a  los cinco (05)  di'as del  mes de noviembre del  año dos  m¡I
veinte  (2020),  los  suscritos  func¡onarios  de  conocim¡ento  y  sustanc¡ador  de  la  Dirección
Técn¡ca  de  Responsabilidad  Fiscal  de  la  Contralori'a  Departamental  del Tolima,  proceden  a
dictar  Auto  de  Apertura  del  Proceso  de  Responsab¡l¡dad  Fiscal,  radicado  bajo  el  número
112-032-020,   adelantado   ante   la   Administración   Municipal   de   Chaparral-Tolima,   con
fundamento  en   los  artículos  40  y  41   de   la   Ley  610  de  2000,  teniendo  en  cuenta   lo
sigu¡ente:

COM PETENCIA

Este   despacho   es   competente   para   adelantar  el   presente   proceso   de   responsabilidad
fiscal,  de conform¡dad  con  lo  dispuesto  en  los artículos 267  inc¡so  3,  268 y 272 ¡nc¡so  6  de
la  Constituc¡Ón  Política  de  Colombia,  Ley  610  de  2000,  ordenanza  NO  OOs  de  2001,  Auto
de As¡gnac¡ón  NO  O91  de'  24 de sept¡embre de 2020 y demás normas concordantes.

FUNDAMENTOS DE  HECHO

Med¡ante   memorando   CDT-RM-2020-00002529,   rec¡bido   el   21   de   agosto   de   2020,   la
D¡rectora  Técnica  de  Control  Fiscal  y  Med¡o  Amb¡ente,  envía  a  esta  Direcc¡ón  Técn¡ca,  el
hallazgo fiscal  número  24 de'  18  de  agosto  de  202O,  producto  de  una  aud¡toría  practicada
ante  la  Administrac¡ón  Munic¡pal  de  Chaparral-Tolima,  dist¡ngu¡do  con  el  NH 800.100.053-
1,  a través del  cual se  precisa  lo sigu¡ente:

-`<<<jl    \`v       `+                                                                                                                                                                                                                                                                                                        í   _        .|,>,ir`.`ííI`,/                                                 ,c|~

+`                                                                                         _/-{    ~       -                                                                                                                                                                                                                                                              _-,r-=,}--yl-:£::iJ|  `DESCRIPCION+`DE`LOS  HECHOS`i^y`;`          ;¿yJ          ~Ji:^{.`i
\^\   `\

Queen e trabajo de auditor¡a  se observó que  la Alca'di'a  Municipal  de  Chaparral,  canceló  a  la
Aseguradora  Solidaria  de  Colomb¡a,  Ia  suma  de  $12.560iOOO.oo  y  a   la  Aseguradora  Allianz
Seguros  de Vida  S.A,  el valor de $  4.362,053.oo,  por concepto  de  pólizas de seguros de vida
de  los trabajadores ofic¡ales,  cont:raviniendo  los  artículos 68  (seguros de v¡da y de salud.  Los
Concejal es  tendrán  derecho  durante  el  período  para  el  cual han  sido  eleg¡dos,  a  un  seguro
de  v¡da  equ¡va ente  a  ve¡nte veces  el  sa ario  mensual  v¡gente  para  el  Alcalde,  así como  a  la
atención   méd¡co-asistenc¡al   a   que   tiene   derecho   el   respect¡vo   alcalde)  y   177   (salar¡os,

prestac¡ones  y  seguros.  Los  sala r¡os  y  prestac¡ones  de  los  personeros,  como  empeados  de
los  mun¡cipios,  se  pagarán  con  cargo  al  presupuesto deI  Mun¡cip¡o.  La  asignación  mensual  de
los  Personeros,  en  los  municipios y distr¡tos  de  las  categorías  espec¡al,  será  igual  a c¡en  por
ciento  (100%)  del  salar io  mensual  aprobado  por e Concejo  para  el  Alca de,  Los  personeros
tendrán  derecho  a  un seguro  por  muerte v¡olenta, el  cual  debe ser contratado  por el  alcalde
respect¡vo, conforme  a  Ley  136  de  1994 y el  artículo  87  de a  Ley  617  de  20OO  (seguro  de
vida  para  los  a caldes.  Los alcaldes tendrán  derecho  durante el  período  para  e'  cua han  sido
eleg¡dos  a   un  seguro  de  vida,   Para  tal efecto,  e Concejo  autorizará  a l  Alcalde   para   que
contrate  con   una  compañía  de  seguros legalmente  autor¡zada  e'  seguro  prev¡sto  en  este
artículo);  omit¡endo  que  ún¡camente se  autoriza  el pago  de seguros de v¡da  para  concejales,
alcaldes  y  personeros,  por  lo  cual  no  es  procedente  reconocer  este  benefic¡o  a os  demás
empleados  de a  adm¡n¡strac¡ón  munic¡pal,   lo  cual se  const:ituye  en  un  presunto  det:r¡mento

patrimon¡al  en  la  suma  de $16.922.053,oo

NoDE FECHA
VALOR  DEL NUMERO  DE vIGENcn ASEGU RADORA

POLIZA BENEFICIARIOS
COMPROBANTE

VALOR  POLIZADEVIDA

CONTRATO CONTRATO POLm CONTRATADA DE  EGRESO
FUNCIONARIOS

115 de 2016 12/04/16 12.032.570
480-15-

13-04-2016 ASEGURADORA SEGURO  DE FUNCIONARIOSUNICIPIO
76O57  DEL 24-

3.360.000
994000000310

AL 13-04-2017 SOL]DARIA  DECOLOMBIA VIDA  ENGRUPO MCHAPARRAL 05-2016
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126 de 2017 ±±lO4l lJ 97.090.070
480-15-

13-04-2017 ASEGURADORA SEGURODE       i TRABAJAD O RES
79826  DEL O8-

4.200.000
994000000374

AL 13-04-2018 soLIDARm  DECOLOMBIA VIDA  ENGRUPO           l OFICIALESSINDICALIZAD OS
06-2017

125 de 2018 23103118 9.345.700 22256972
13-04-2018AL12-04-2019 ALLIANZSEGUROSDEVIDAS.A.

VIDA GRUPO

EM PLEADOSPUBLICOSENPROVISIONALIDAYTRABAJADORESOFICIALES

83626  DEL  19-06-2018
4.362.053

144 de 2019 u2IO4N9 13 ,031.170
480-15-994000000418

12-04-2019AL12-O4-2020 ASEGURADORASOLIDARIA`DEcoLoMBm SEGURODE      JVIDAENGRUPO

EMPLEADOSPUBLICOSENPROVISIONALIDAYTRABAJADORESOFICIALES

87098  DEL 15-05-2O19
5.000.000

TOTAL           16.922.053

La  cuantía  del  daño  se  determ¡nó  en  $16.922.053.oo,  por  la  suma  de  los  Comprobantes
de  Egresos  con  los  que  se  pagaron  las  pólizas adquiridas  para  los trabajadores  oficiales y
func¡onar¡os s¡nd¡calizados en  los años 2O16,  2017,  2018 y 2019, que están  soportados en
los cont'ratos  115 de 2O16,  126 de 2017,125 de 2018   y  144 de 2019.

Respuesta de la ent¡dad a la observación formulada por el equipo auditor.

No  se acepta  la  observac¡Ón de carácter discipl¡nario y fiscal,  por cuanto  la  Carta  Po/ítica
respecto  a  la  competencia  para  regu/ar elementos salar¡ales y prestac¡onales,  señala  que
de  confiorm¡dad  el  l¡teral  e)  numeral  19  del  artículo  150,  corresponde  a/  Congreso  de  la
Repúb/ica,   «fijar  el   régimen   salar¡al   y  prestac¡onal   de   los  empleados   púb/¡cos,   de  los
m¡embros  de/   Congreso   Nac¡onal  y  la   Fuerza   Pública»;   así  mismo,   e/   numeral   11   del
arti'culo  189,  señala  que  es  facultad  del  Presidente  de  la  Repúbl¡ca  «ejercer  la  potestad
reglamentar¡a,  mediante /a  expedición  de los decretos,  reso/uc¡ones y órdenes  necesarios
para  la  cumpl¡da ejecución de /as leyes.

De la  m¡sma  manera,  en  desarrollo del  artículo  150,  numera/  19,  /¡terales e),  se exp¡d¡Ó  la
Ley  4  de  1992,  mediante  /a  cual  se  señalan  las  normas,  objetivos  y  cr¡terios  que  debe
observar  el  Gobierno  Nac¡onal  para  la  fijac¡ón  del  régimen  salar¡al  y  prestacional  de  los
emp/eados  púb/icos,  de  /os  m¡embros del  Congreso  Nac¡onally de la  Fuerza  Públ¡ca y para
/a  fijac¡Ón  de  las  prestac¡ones  soc¡ales  de  los  Trabajadores  Ofic¡ales  y  se  d¡ctan  otras
d¡spos¡c¡ones.

Ahora  bien,  frente  a  las  mater¡as  de  negociac¡Ón  colect¡va,  e/  Pecreto  1072  de  2015,
d¡spone:     "ARTICULO    2.2,2.4.4.     MATERIAS    DE     NEGOCIACIÓN.     Son     mater¡as    c¡e
negociación :

1.  Las condic¡ones de empleo, y

2.    Las   relac¡ones   entre   las   entidades   y   autor¡dades   púb/icas   competentes   y   las
organ¡zaciones  s¡nd¡cales  de  emp/eados  públ¡cos  para  la  concertac¡Ón  de  /as  cond¡ciones
de empleo,

PARÁGRAFO  1.  No son objeto de negoc¡ac¡Ón y están  exc/u¡das,  las siguientes materias:

1.   La  estructura  del   Estado  y  la  estructura  orgán¡ca  y  la  ¡nterna  de  sus  ent¡dades  y
organismos.

2.  Las competencias de d¡rección,  adm¡n¡strac¡Ón y fiscal¡zación del  Estado.

3,   El   mér¡to  como  esencia  y  fundamento  de  las  carreras  especia/es  y  de  /a  carrera
adm¡n¡strat¡va general y s¡stemas específicos;

4.  La atribuc¡Ón d¡sc¡pl¡nar¡a de las autor¡dades públicas;

5.  La potestad subordinante de la autoridad pública en la relación legal y reglamentar¡a.

PARÁGRAFO  2.  En  materia  salar¡al  podrá  haber  negoc¡ac¡Ón  y  concertac¡Ón,  consultando
las   pos¡b¡l¡dades   fiscales   y   presupuestales;   s¡n   peúu¡c¡o   de   lo   anterior,   en   el   nivel
territoria l J Se  reSJ etarán  los  límites el  Gob¡erno  Nacional.  En  materia resta cion a l
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las  ent¡dades  no  t¡enen  fiacultad  de  negoc¡ar  y  concertar,  toda  vez  que  por  mandato
constituc¡ona/   y   legal   la   ún¡ca   autor¡dad   competente   para   regular   /a   mater¡a   es   el
Pres¡dente de la República,
"De confiorm¡dad con /a  normat¡va c¡tada,  /os empleados púb/¡cos pueden presentar pliego

de  sol¡c¡tudes  en  relac¡Ón  con  las  cond¡ciones  de/  empleo  excluyendo  /a  negoc¡ac¡ón  de
e/ementos  salar¡ales y  prestac¡ona/es  por cuanto,  d¡cha  regu/ación  radica  exclusivamente
en  cabeza del Gob¡erno Nac¡ona/.

Sobre  la  pos¡b¡l¡dad  de  adqu¡r¡r  un  seguro  de  v¡da  colect¡vo,  /a  Ley  100  d.e  1993,  por  /a
cua/  se crea  el  sistema  de segur¡dad  soc¡al  ¡ntegral  y se d¡ctan  otras d¡spos¡c¡ones»  en  e/
artículo  l,  ¡nc¡so  2,  prevé que el  s¡stema  de segur¡dad  social  comprende  /as ob/¡gac¡ones
del   Estado  y  /a   soc¡edad,   /as   instituc¡ones  y   los   recursos  dest¡nados   a   garant¡zar  /a
cobertura     de     las    prestaciones    de    carácter    económico,    de    salud    y    serv¡c¡os
complementar¡os,  mater¡a  de  esta  /ey,  u  otras  que  se  incorporen  normat¡vamente  en  el
futuro

En   concordancia  con  e/  sustento  anter¡or  conforme  a/   ¡nfiorme  defin¡t¡vo  de  auditoría
modal¡dad   regu/ar   oficio   DCD-0589~201   5-100   de/   13   de  ju/io   de   2015,   en   el   cqso
adm¡tieron que /os trabajadores oficiales estuv¡eran amparados por una  pÓ/iza de seguros
de  vida   en   razón  a   /a  convenc¡Ón  colect¡va  del  trabajo  de   1993  y  que  se  encuentra
v¡gente,  por  lo  tanto  se  cumpl¡Ó  la  acc¡Ón  de  mejora  y  se  determinó  en  aque//a  época
conforme al  requerim¡ento de la contraloría se cumpl¡Ó la acc¡Ón de mejora exc/uyendo de
la  pól¡za a  los serv¡dores  públicos  no sind¡cal¡zados y benefic¡ando so/o a  los trabajadores
ofic¡ales y serv¡dores públ¡cos s¡nd¡calizados amparados por la convención colect¡va.

Por  lo  tanto,   /a  ent¡dad  terr¡tor¡al  ha  acÍ:uado  conforme  a  las  recomendaciones  de  /a
Contraloría departamental, y se anexa a esta respuesta informe.de la contraloría.

Anál¡s¡s  de+la`respues{a<:de la eht¡dad +a`[a  observacÍÓn fQrmulada por ,el é`quípo audjtor`    `\\

Por  lo  expuesto  por  la  Ent¡dad  en  su  respuesta,  se  reafirma  lo  ev¡denciado  por  el  grupo
aud¡tor,   ya   que   se   están   reconoc¡endo  seguros  que   están   por  fuera   de   la   Ley,   una
convenc¡ón   colectiva  de  trabajo  no   puede   reconocer  benefic¡os  a   los  trabajadores  en
contravía  de  la  Leg¡slación  Colomb¡anai

Como  TfLen  lo  sefnEJ^a  d  pFITágrElfo  2 V^En   mater¡a   salar¡a/   podrá   haber  negoc¡ac¡Ón   y
concertac¡ón,  consu/tando  las  pos¡bil¡dades  fisca/es  y  presupuestales;  sin  perju¡c¡o  de  /o
anter¡or,  en  el  nivel  terr¡tor¡a/,  se  respetarán  los  lím¡tes  que fije  el  Gob¡erno  Naciona/.  En
mater¡a  Drestac¡ona/  las  entidades  no  t¡enen  facu/tad__den±g9£!ar|£±9n£eflarLlgda|!eZ
ciue  Dor  mandato  constituc¡ona/  v  lecial  la  ún¡ca  autor¡dad_±9mpelenlenaraiegJ!!arJa
mater¡a es e/  Presidente de la ReiJública''.

No  resulta  viab'e  la  contratac¡Ón  de  un  seguro  de  vida  por  parte  de  ent¡dades  del  orden
terr¡torial,  ya  que  el  mismo  se  encuentra  contemplado  dentro  del  s¡stema  de  segur¡dad
soc¡al  en  pensiones y riesgos profes¡onales.Deotro'adoconrespectoal¡nformedefin¡tivo  de  la  Aud¡tor¡a  Regular realizada  en  el  año

2015,  el  grupo auditor desconoc¡ó  la  normat¡vidad  que ya  existía  para  la época y por ende
no   se   pueden   adqu¡r¡r  seguros   de   vida   para   servidores   públ¡cos   s¡nd¡calizados  y   no
s¡nd¡calizados,  exceptuando al Alcalde, Concejales y Personero,  para  el  caso  Mun¡cipa'.

Ahora  bien  es  ¡mportante  aclarar  que  la  decisión  tomada  por  e'  ente  de  control  para  el
año   2015,   no   puede  ser  vinculante   para   el   cr¡ter¡o  que  se  t¡ene  actualmente   para   la
Contraloría   Departamental   del  Tolima,   puesto   que   no   es  viable  trasgredir   normas   de
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aplicación  general  por  acuerdos  o  conceptos  plasmados  en lla  convención  colect¡va  a  la
cual  hacen  referenc¡a,

Dado  lo  anter¡or la  Contraloría  Departamental  no  acepta  la  réspuesta  dada  por  la  Alcaldía
Mun¡cipal y confirma  la  observac¡ón  en comento en todos sus aspectos.

FUNDAMENTOS DE  DERECHO

Corresponde  a  la  Contraloría  Departamental  del  Tol¡ma,  establecer  la  responsabilidad  que
se   der¡ve   c]e   la   gest¡ón   fiscal,   ¡mponer   las   sanc¡ones   pecun¡ar¡as   que   sean   del   caso,
recaudar  su  monto  y  eJ'ercer  la  jurisdicción  coact¡va  sobre  los  alcances  deduc¡dos  de  la
m¡sma;   la   cual   constituye   una   espec¡e   de   responsabil¡dad   patr¡monial   exigible   a   los
servidores  públicos  o  a  qu¡enes  desempeñen  func¡ones  públ¡cas  que  por acción  u  om¡s¡Ón

y  en  forma  dolosa  o  culposa  causen   un  daño  al   patr¡monio  deI   Estado,  al  tenor  de  lo
señalado   en   los   artículos   6,   123,   124,   209,   267   ¡nc¡so   3,i  268  y   272   ¡nc¡so   6   de   la
Const:ituc¡Ón  Polít¡ca  de  Colomb¡a,  Ley  42  de  1993,  Ley  610  de  2000,  Ley  1474  de  2011,
Ley   1437   de   2011,   Ley   1564   de   2012,   Decreto-Ley  403   de   2020   y   demás   normas
concordantes.

NORMAS SUPERIORES

Artículos  6,  123,  124,  209 y las facultades otorgadas en el T¡tulo X Cap¡tulo  l  artículos 267
¡nc¡so  3,  268  numeraI  5,  272 ¡nc¡so  6 y 355  de  la  Const:it:uc¡ón  Poliít¡ca  de Colombial

NORMAS LEGALES

Ley 42 de  1993
Ley 610 de 2000
Ley  1474 de 2011
Ley  1437 de 2011  CPACA
Decreto-Ley   403 del  16 de marzo de 2020
Manual  de func¡ones  munic¡pio  Chaparral
Demás normas concordantes.

IDENTIFICACIóN  DE  LA  ENTIDAD  ESTATAL  AFECTADA  Y  DE  LOS  PRESUNTOS
RESPONSABLES FISCALES

1)    Ident¡ficacióndela  ENTIDAD  ESTATALAFEcTADA                  li

Nombre
Nit.
Representante legaI
Cargo

Alcaldía  Mun¡cipal  de Chaparral-Tol¡ma
800.100.053-1
Humberto  Fernando Arce  Hernández
Alcalde

2)   Ident¡ficación de los presuntos  Responsables  F¡scales

Nombre
Cédula
Cargo

Nombre
Cédula
Cargo

HUMBERTO BUENAVENTURA LASSO
5.886.577 de Chaparral
Alcalde  Mun¡cipal -época de loslhechos

EDWIN  LEONARDO AVILES GARCIA
1.032i38O|889  de  Bogotá
Secretario General y de Gob¡erno - época hechos
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3)   Identif¡cac¡ón del tercero cMlmente responsable, garante

Compañía Aseguradora
Nit-

No.  De póliza
Fecha de expedición
Vigencia
Valor asegurado
Clase de póliza

ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA

860.524.654-6
480-64-994000000657
06 agosto 2018
27-08-2018 al  27-08-2019
20.OOO.000.oo

Seguro    manejo    sector   ofic¡al,    amparando
fallos  con  responsabil¡dad fiscal

DETERMINACIóN  DEL DAÑO PATRIMONIAL AL ESTADO Y LA ESTIMACIóN  DE
SU CUANTÍA

Para  efectos  de  la  determinac¡ón  del  daño,  debemos  recordar  que  en  mater¡a  f¡scal,  el
daño,  es  la  lesión  al  patrimonio  púb'ico  del  cual  se  deriva  e'   perju¡c¡o  y  la  consecuente
obl¡gac¡ón  de  resarcir'o;  la  Ley 610  de  2000,  en  el  artículo  6O,  prec¡sa  que  para  efectos de
la   misma   ley  se  ent¡ende  por  daño  patr¡mon¡al  al   Estado,  la  les¡ón   representada  en  el
menoscabo,  dism¡nución,  perju¡c¡o,  detr¡mento,  pérdida,  uso  ¡ndeb¡do  o  deter¡oro  de  los
bienes  o  recursos  públ¡cos,  o  a  los  intereses  patrimoniales  del  Estado,  produc¡da  por  una

gestión fiscal  antieconómica,  ineficaz,  inefic¡ente  e  ¡noportuna,  que en térm¡nos generales,
no   se   aplique  al   cumpl¡miento  de   los  comet¡dos  y  de   los  fines  esenc¡ales  del   Estado,

particular¡zados  por  el  objetivo  funcional  y  organizacional,  programa  o  proyecto  de  los
sujetos de vigilanc¡a y control  de  las contralorías.

Agrega   la   disposición   que  dicho   daño   podrá   ocas¡onarse   por  acc¡ón   u   om¡sión   de,los
serv¡dores  públicos  o  por  la  persona  natural  o juríd¡ca  de  derecho  pr¡vado,  que  en  forma
dolosa   o   culposa   produzcan   directamente   o   contribuyan   al   detrimento   al   patrimonio

público.

Este  precepto  legal,  tiene  un  carácter  enunciat¡vo,  pues  ¡ncluye  dentro  del  concepto  de
daño,  los  perju¡c¡os,  definidos como  la  ganancia  lícita  que deja  de obtenerse,  o gastos qüe
se  ocasionen  por acto  u  omis¡ón  de otro y que  éste debe  indemn¡zar,  además  del  daño  o
detr¡mento    mater¡al    causado    por    modo    directo    que    pueda    sufr¡r    la    Nación    o    el
establec¡miento  públ¡co.

Por lo anter¡or,  en  aras de  proteger y garantizar la  correcta y legal  ut¡'¡zac¡ón  de  los b¡enes

públicos,  se  est¡ma  conven¡ente  disponer  la  apertura  del  proceso  de  responsab¡l¡dad  fiscal
__  ante  la  Adm¡n¡stración  Mun¡c¡pal  de  Chaparral,  conforme  a  los  hechos  que  t¡enen  or¡gen

en   el   ha'lazgo  f¡scal   número   24  del   18   de  agosto  de  2O20,   rem¡t¡do   por  la   D¡recc¡ón
Técn¡ca  de  Control  Fiscal  y  Med¡o  Amb¡ente,  a  través  del  cua'  se  predica  que  el  presunto
daño  patr¡monial  causado  al  citado  Munic¡pio,  obedece  a  que  durante  las  vigenc¡as  2016,
2017,  2018  y  2019,  la  administración  municipal,  autor¡zo  el  pago  de  un  seguro  de  v¡da  a
favor   de   unos   serv¡dores   públ¡cos   del   refer¡do   Munic¡pio,   entre   ellos,   func¡onarios   en

prov¡sionalidad,  sindical¡zados  y  trabaJ'adores  ofic¡ales,  desat-end¡endo  'as  previs¡ones  de
orden  legal  que  prohíben  este tipo de erogac¡ones.   Se, menc¡ona  que la Alcaldía  Mun¡c¡pal,
canceló    por   d¡cho   concepto    a    la    Aseguradora    SoI¡daria    de   Colombia,    la    suma    de

$12.560.000,oo    y    a    la    Aseguradora    All¡anz    Seguros    de    Vida    S.A,    el    valor   de    $
4.362.053.oo,  según  contratos  115  de  2016,  126  de  2017,  125  de  2018  y  144  de  2019;
esto  es,  contravin¡endo  los  artículos  68  y  177  de  la  ley  136  de  1994 y  el  artículo  87  de  la
Ley   617   de   2000;   causándose   un   detrimento   en   general   por   la   suma   de
$16-922.053loo.
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PRUEBAS

Dentro del  mater¡al  recaudado, obran dentro del  proceso  las s¡guientes  pruebas:

1-  Memorando  CDT-RM-2020-00002529  del  21  de agosto  de 2020,  por med¡o  del  cual
la   D¡rectora   Técnica   de   ControI   F¡scal   y   Medio  Ambiente,   envía   a   la   D¡recc¡Ón
Técnica  de  ResponsabiI¡dad  F¡scal,  el  hallazgo  número 24 del  18 de agosto de 2020

(folio  2)
2-   Hallazgo fiscal  número 24 deI  18 de agosto de 2020 (folios 3-7)

3-  Un  CD que cont¡ene  la  s¡gu¡ente ¡nformación:  (folio 8)

l

®      Manual  de  func¡ones Alcaldía  Chaparral,  Resoluc¡Ón  NoiOOO3101  del  l4 de jun¡o  de

2003  (Alcalde y Secretar¡os)                                                          i
Cert¡ficac¡Ón  ordenac¡ón  del  gasto  de  fecha  11  de  febrero  de  2020,  suscr¡ta  por  el
señor   TEODOMIRO   HERNANDEZ   DUCUARA,   Secretario   General   y   de   Gob¡erno

(vigenc¡a  2019)
Cert¡ficac¡Ón  cuant.ías  para  contratar  durante  las  v¡genc¡as  2019  y  2020,  suscr¡tas

por  los  Secretarios  General  y  de  Gob¡erno  de  Chaparral,  de fechas  Os  de  enero  de
2019 y O2 de enero de 2020.
Informe definit¡vo
Respuesta a  la controversia

®      Relac¡ón  de  serv¡dores  públ¡cos  s¡nd¡calizados  y  trabajadores  ofic¡ales,  constancia
del  11  de  marzo de 2020, firmada  por el  Secretar¡o general y de Gobierno.
Relación contratos  115 de 2016,  126 de  2017,  125 de 2018 y  144 de 2019,

®      Hojas de v¡da Alcalde y Secretar¡o General  y de Gob¡erno  (época  de hechos)
®      PóI¡za  seguro  manejo  sect:or  oficiaI  Aseguradora  Sol¡dar¡a  de  Colomb¡a  No  480-64-

994000000657,  expedida  el  O6  de  agosto  de  2018,  con  vigenc¡a  del  27-08-18  al
27-08-19,     amparando     fallos     con     responsabil¡dad     y     por     un     monto     de
i20.000.000.oo

CONSIDERANDOS     i

En  el  presente caso,  de  acuerdo  con  los  hechos y  pruebas enunciados en  el  hallazgo fiscal
número  24  del  18  de  agosto  de  2020,  encuentra  el  Despacho  mérito  suficiente  para  abr¡r
formalmente el  Proceso de  Responsab¡l¡dad  F¡scal,                          l

EI  Proceso  de  Responsabilidad  F¡scal  es  una  actuación  emínentemente  adm¡nistrat¡va.  La
Ley  610  de  2000,  en  su  artículo  lO,  define  el  proceso  de  responsabilidad  fiscal  "como  e/
conjunto  de  actuac¡ones  admin¡strat¡vas  adelantadas  por  las  Contralorías  con  el  f¡n  de
determinar y establecer la  responsab¡l¡dad  de los servidores públicos y de los part¡culares,
cuando  en  el  ejercic¡o  de  la  gestión  fiscal  o  con  ocas¡Ón  de  ésta,  causen  por  acc¡Ón  u
omis¡én y en forma dolosa o culposa  un daño al  patr¡monio del  Estadd' .

]

Esta   defin¡c¡ón   y   el   desarrollo   jur¡sprudencial   destacan   la   esenc¡a   adm¡n¡strat¡va   del

proceso  de   responsabiI¡dad  f¡scal  y  su  carácter  patr¡monial  y  resarc¡tor¡o,  y  dentro  del
contexto de  la  gestión fiscal,  cuyo ejerc¡c¡o,  como  marco de la conducta  dañ¡na,  determ¡na
el  alcance  del  estatuto  de  responsabilidad  fiscal  (Sentenc¡a  SU  620-96;    C-189-98,  C-840-
01)'

La  m¡sma  Ley  610  de  2000,  en  su  artículo  4O,  señala  que  la  responsab¡l¡dad  fiscal  tiene

por   objeto   el   resarcimiento   de   los   daños   ocasionados   al   patr¡mon¡o   público,   como
consecuencia  de  la   conducta   dolosa   o  culposa  de  qu¡enes  real¡zan   gest¡ón  fiscal   o  de
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servidores  púb'¡cos  o  particulares  que  part¡c¡pen,  concurran,  incidan  o  contribuyan  directa
o  ¡nd¡rectamente  en  la  producción  de  los  mismos,  mediante  el  pago  de  una  indemn¡zac¡ón
pecuniar¡a  que  compense  el  perjuic¡o  sufr¡do  por  la  respectiva  ent¡dad  estatal  (modificado
por el  artícu'o  124 del  Decreto-Ley 403 de  2020).

De  la  misma  manera,  advierte  que  la  responsab¡lidad  fiscal  es  autónoma  e  ¡ndepend¡ente

y se ent¡ende s¡n  perju¡c¡o de cua'qu¡er otra  clase de  responsabil¡dad.

La  norma  reit:era  el  carácter  patrimon¡al  y  resarcitor¡o  de  la  acción  fiscal,  en  el  sent¡do  de

que  mediante  la  misma  se  obtenga  la  reparac¡ón  patrimon¡al  efect¡va-que  ¡ndemnice  el
daño  o  deterioro,  producido  sobre  el  patrimon¡o  públ¡co  dentro  del  ámb¡toide  la  gest¡ón
fiscal.  (Sentencias C-374/1995,  C-540/1997,  C-127/2002).

Uno   de   'os   objetivos   pr¡mordiales   del   proceso   que   se   ¡nic¡a,   es   el   de   determinar  y
establecer s¡  ex¡ste o  no responsab¡l¡dad fiscal y establecer la cuantía de la  misma.

Para  determinar la  responsabilidad fiscal,  se debe tener en  cuenta  lo aduc¡do en  el  artículo
5O  de  la  Ley  610  de  2000  (mod¡ficado  por  el  artículo  125  del  Decreto-Ley  403  de  2020),
sobre la  responsab¡lidad fiscal y sus elementos integradores:

®      Una  conducta  dolosa  o  culposa  atr¡buible  a  una  persona  que  real¡za  gest¡ón
fisca'    o    de    quien     part¡cipe,     concurra,     ¡ncida     o    contr¡buya     directa     o
indirectamente en  la  producción  de'  daño patr¡monia'  al  Estado..

Un  daño  patr¡mon¡al  al  Estado.

®-      Un  nexo causal  entre los dos elementos anter¡ores.

Para   efectos  de  la  estructuración  de  la  responsab¡l¡dad  fiscal,  se  requ¡ere  de  la  ex¡stencia
de  una  conducta,  activa  u  om¡siva,  dolosa  o gravemente culposa,  por parte de un  servidor
público  o  un 'part¡cular,  según  el  caso,  que en  e'  ejerc¡c¡o  de  la  Gest¡ón  Fiscal,  produzca  un
daño  sobre  fondos  o   b¡enes  públicos,  y  que  entre  una  y  otro  exista   una   relación  de
causal¡dad.

Así   las   cosas,   se   apertura   el   proceso   de   responsabil¡dad   fiscal,   dentro   del   cual,   se

procederá    a    determ¡nar    probator¡amente,    la    ex¡stenc¡a    de    estos    tres    elementos
const¡tut¡vos de responsabi'¡dad.

La   competencia   del   órgano   fiscalizador   recae   directamente   en   'a   Contraloría
Departamental  del Tol¡ma,  por tratarse de  un sujeto de control  del  Departamento, ya  que
el   mun¡cipio   de   Chaparral-Tolima,   se   encuentra   subordinado   fiscalmente   al   control   y
v¡gilanc¡a  de este órgano de control.

__  La  ocurrencia  de  la  conducta  y  la  afectación  al  patrimonio  estatal  que  se
evalúa,   por   la   cual   se   in¡c¡a   el   proceso   de   responsab¡lidad   fisca'   112-032-020,   se
encuentra  soportada  en  el  hallazgo  24 del  18  de agosto de  2020,  suscrito  por la  D¡rect:ora
Técn¡ca  de  Control  Fiscal  y  Medio Amb¡ente,  según  memorando  CDT-RM-2020-00002529
del  21  de agosto de 2020.

En  virtud  de  lo  anterior,  ten¡endo  en  cuenta  el  mater¡al  probatorio  recaudado,  será
necesario   entonces   hacer   un   recuento   de   los   documentos   allegados   para   precisar  el
alcance  de   la   conduct:a   desplegada   por  los   presuntos   responsables  fiscales  y  tener  la
segur¡dad o certeza de que estamos frente a un eventual  daño patrimon¡al.

Se  ¡ndica  en  e'  hallazgo  que  el  reproche  fiscal  cuest¡onado;  es  decir,  e'  presunto  daño

patr¡monial    causado   al    mun¡c¡p¡o   de   Chaparra'-ToI¡ma,    obedece   a    que   durante   las
v¡genc¡as  2016,  2017,  2018  y  2019,  la  administrac¡ón  munic¡pal,  autorizo  el  pago  de  un
seguro  de  v¡da  a  favor  de  unos  serv¡dores  públicos  del   refer¡do  Mun¡c¡p¡o,  entre  ellos,
func¡onar¡os  en  prov¡s¡onalidad,  s¡nd¡ca'izados  y  trabajadores  of¡ciales,  desatend¡endo  las
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prev¡s¡ones  de  orden  legal  que  prohíben  este  t¡po  de  erogac¡ones.    Se  menciona  que  la
A|caldía  Munic¡pal,  canceló  por dicho  concepto  a  la  Aseguradora  Sol¡daria  de  Colombia,  la
suma  de  $12.560.000.oo  y  a  la  Aseguradora  All¡anz  Seguros  de  V¡da  S.A,  el  valor  de  $
4.362.053,oo,  según  contratos  115  de  2016,  126  de  2017,  125  de  2018  y  144  de  2019;
esto  es,  contravin¡endo  los  ariículos  68 y  177  de  la  ley  136  de  1994 y el  artículo  87  de  la
Ley 617 de 2000;  causándose un  detrimento en  general  por la suma  de $16.922.053.oo,

En   el   presente  caso,   para   aclarar  un   poco   la   situac¡Ón   planteada,   deberá   tenerse   en
cuenta:  Conforme  al  manual  especffico  de func¡ones y competenc¡as  laborales  establec¡do
en  la  adm¡n¡strac¡ón  municipal  de  Chaparral-Tol¡ma,  según  Resolución  OOO301  de'  14  de

julio  de  2003,  expedida  por el Alcalde del  momento,  entre otras obI¡gac¡ones,  corresponde
al   Alcalde   MuniciDaI    =    1-D¡rig¡r   la   acción   admin¡strativai del   munic¡p¡o;   asegurar   el
cumpl¡miento    de    las   func¡ones   y   de    las    prestación    deLlos   serv¡cios    a    su    cargo;
representarlo  jud¡cial  y  extrajud¡cialmente;  2-  Ordenar  los  gastos  y  celebrar  contratos  y
convenios  munic¡pales  de  acuerdo  con  el   plan  de  desarrollo  económ¡co,  social  y  con  el

presupuesto,   observando  la   ley;   3-  Velar  por  el   cumpl¡m¡ento  de  las  func¡ones  de  los
empleados  ofic¡ales  munici-pales  y  dictar  los  actos  necesarios  para  su  adm¡nistración.  Y
dentro   de   las  obl¡gaciones  acordadas   para  eI   Secretario  General  v  de  Gob¡emo,   entre
otras,  tenemos:   1-  Responder  por  las  consecuenc¡as  financ¡eras  derivadas  de  errores  u
om¡s¡ones  en  la  infomac¡ón  que  produce  para toma  de decisiones.  2-  Es  responsable  por
las  decisiones  que  toma   en  su   área   relac¡onadas  con  aspectos  financ¡eros  (contratos,
multas, sanc¡ones,  etc).

La   situación   expuesta   en   el   hallazgo,   sug¡ere   el   adelantam¡ento   de   un   proceso   de
responsabil¡dad  f¡scal  para  establecer  s¡  los  servidores  públ¡cos  que  resultan  ¡nvolucrados
en  el  pago  de  un  seguro  de v¡da  durante  las  v¡genc¡as  2016,  2017,  2018  y  2019,  a  favor
de  unos serv¡dores públicos del  munic¡pio de Chaparral-Tolima,  entre ellos, func¡onarios en

provisionaI¡dad,   s¡ndicaI¡zados  y  trabajadores  oficiales  s¡nd¡calizados,   ¡ncurrieron  en   una
conducta  om¡siva  y  una  gestión  f¡scal  antieconóm¡ca  en  contravía  con  lo  establec¡do  en  el
aftículo  3  de  la  Ley  610  de  2000,  que  establece:    Ari/cw/o  JO,  'lGasfiñóm  #5ca/,  Pan3  /os
efectos  de  la   presente  ley,  se  entiende  por  gest¡Ón  fiscal  e/  conjunto  de  activ¡dades
económ¡cas, jurídicas y tecnológicas, que rea/izan los serv¡dores púb/¡cos y /as personas de
derecho  pr¡vado  que  manejen  o  administren  recursos  o  fondos  públicos,  tend¡entes  a  la
adecuada   y   correcta   adqu¡sición,    planeac¡Ón,   conservac¡Ón,   adm¡nistración,   custod¡a,
explotac¡ón,   enajenación,   consumo,   adjud¡cac¡Ón,   gasto,   invers¡Ón  y  d¡spos¡ción   de  los
bienes  públicos,  así como  a  la  recaudac¡Ón,  manejo  e  invers¡Ón  de sus  rentas en  orden  a
cumpl¡r   los   fines   esenc¡ales   de/   Estado,   con   sujec¡Ón   al  los   princ¡p¡os   de   legal¡dad,
efic¡enc¡a,  economía,  eficacia,  equidad,  imparc¡alidad,  mora/idad, transparencia,  publ¡cidad

y valoración de /os costos ambientales''.
De otro  lado,  ha  de indicarse  lo siguiente:  Los artículo5 68 y  177  de  la  ley  136 de  1994 y r
el articulo 87 de la  Ley 617 de 2000, establecen:    'HA7HCZ/[O 6g, SfiGL/ROSOf VZt2A  yOf
SALUD.   Los concejales tendrán derecho durante el  peri'odo para el cual han s¡do eleg¡dos,
a  un seguro de v¡da equ¡valente a veinte veces del salario mensual v¡gente para el alcalde,
así como a  la  atenc¡Ón  médico-asistenc¡a/  a  que t¡ene derecho el  respect¡vo alcalde.   Para
estos  efectos,   los  concejos  aul:or¡zarán  al  alcalde  para  que  se  contrate  con  cualqu¡er
compañía  de seguros  legalmente autorizada,  el  seguro prev¡sto en  este ariículo.   SÓlo  los
concejales, que concurran ord¡nar¡amente a  /as sesiones de la corporac¡Ón, tienen derecho
al  reconoc¡m¡ento  de  un  seguro  de  v¡da  y  de  asistenc¡a  méd¡ca,  en  los  m¡smos  términos
autor¡zados para los serv¡dores públ¡cos del  respec[¡vo mun¡c¡p¡o o d¡strito.  La ausenc¡a en
cada  período mensual  de ses¡ones a  por lo menos la tercera  parte de ellas, excluirá de los
dceornesCt#tOuSc¡doen af.OnpOAr%:SRAyFá:gE: rOpadgeo  V#ed a i ay par;%aesn C;aorToésqi: CsaegPuOrrosel ers;:tr:  daelcaPregr:OddOei

respectivo mun¡cipio''.                                                                              l
U
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"ARTÍCULO  177.  SALARIOS,  PRESTACIONES Y  SEGUROS.    Los  sa/ar¡os  y  prestaciones  de

los  personeros,  como  emp/eados de  los  mun¡cip¡os,  se  pagarán  con  cargo a/  presupuesto
df3l   mun¡c¡p¡o.   La   asignación   mensual   de  los   personeros, será   ¡gual   al   c¡en   por  ciento

(100%_)  de/  salar¡o  mensual  aprobado  por  el  Concejo  para  el  alca/de.     Los  personeros
tendrán  derecho  a  un  seguro  por  muerte  violenta,  e/  cual  debe  ser  contratado  por  el
a/calde respect¡vo''.

"ARTICULO  87.   SEGURO  DE  VIDA  PARA  LOS  ALCALDES.  Los  a/ca/des  tendrán  derecho

durante  el  peri'odo  para  el  cual  han  s¡do  e/eg¡dos  a  un  seguro de vida.  Para ta/  efiecto,  el
Concejo autor¡zará  a/  a/calde  para  que contrate  con  una  compañía  de seguros  /ega/mente
autor¡zada  el  seguro  prev¡sto  en  este  artículo.    E/  pago  de  las  pr¡mas  estará  a  cargo  del
Mun¡cip¡o o Distr¡to".

Sobre    el     particular,    como    antecedente     administrativo    fiscal     (no     precedente
jurisprudenc¡al),  se  advierte  que  la  Contraloría  Géneral  de  Antioquia,  mediante  AUTO  No.
066  POR  MEDIO  DEL  CUAL  SE  DICTA  FALLO  CON  Y  SIN   RESPONSABILIDAD  FISCAL  EN
PRF  O68-2009  -  CAICEDO-ANTIOQUIA /  Medellín,  4  de  octubre  de  2013,  en  uno  de  sus
aJparTJgs seír\fI)o`.  "(.....)  Se observó  que  la  ent¡dad  cance/Ó a  la  Prev¡sora  S,A.  la  suma  de  $
6'913.193   por  concepto   de   pól¡za   de  seguros  de  v¡da   de  los  serv¡dores   munic¡pales,
contrav¡n¡endo  los Arti'cu/os 68 y  177 de  la  ley  136 de  1994 y el  artículo 87 de la  Ley 617
de 2000,  acerca de que únicamente autor¡zan el  pago de seguros de v¡da para conceja/es,
alcaldes y personeros,  por lo cual  no es  procedente reconocer este beneficio a  /os demás
empleados de la admin¡stración  mun¡c¡pal,  lo cual se const¡tuye en un presunto detr¡mento
patr¡mon¡al,  (......)  E/  daño  patr¡monial  es ev¡dente,  la  conducta  de  los hoy /lamados a este
proceso obedec¡Ó a/  precepto subjet¡vo de /a culpa grave, de la forma que se detalla en el
artículo   63   de/   CÓd¡go   C¡v¡/,   porque   los   recursos   de   la   adm¡n¡strac¡Ón    púb/¡ca   son
efect¡vamente  un   negoc¡o  ajeno,  y  la   dec¡sión  adoptada   mermó  en   una  suma   /¡quida
determ¡nada,   el   erar¡o   mun¡c¡pa/   y  ex¡ste   un   nexo   de  causal¡dad   entre  el   daño  y   la
conducta, a través de un e/emento de engrane que resulta ser /a capac¡dad como gestores
fiscales  que  generan  el  daño,  en  concordanc¡a  /o  establecen  /os  artículos  3  y  6  de  /a  ley
610 de 2000.  (....),,

De  igual  foma,  se tiene  que  el  CONSEJO  DE  ESTADO-SALA  DE CONSULTA Y SERVICIO
CIVIL  -  Consejero  Ponente:   EDGAR  GONZÁLEZ  LÓPEZ  -  Bogotá  D.C.,  Veintisiete  (27)  de
noviembre    de    dos    m¡l    d¡ec¡siete    (2017)   /    Rad.    No.:    11001-03-06-000-2017-00096-
00(2344), sostuvo.  Concepto Sala  de Consulta  C,E.  00096 de 2017:

SERVIDORES    PÚBLICOS   -    Sujec¡ón    a'    princ¡p¡o    de    legalidad    /    SEGURO    DE    VIDA
COLECTIVO  EN  FAVOR  DE  EMPLEADOS  DEL  MINISTERIO  DE TRANSPORTE -Inex¡stencia
de   noma   legal   que   lo  autorice.        El   amparo   del   riesgo  de   muerte  de   los  serv¡dores
públ¡cos  otorgado  por  los  ariículos  34  y  35  de'  Decreto  Ley  3135  de  1968,  fue  derogado
de  manera  expresa  y quedó  a  cargo  del  S¡stema  de  Seguridad  Soc¡al  lntegral  creado  por
la-Ley  100  de  1993,  de  manera  que  no  resulta  v¡able jurídicamente  que  el  M¡nisterio  de
Transporte  adqu¡era  un  seguro  de v¡da  colect¡vo  para  amparar a  sus servidores  públ¡cos,
dado que  no existe una  noma  que lo autorice expresamente a  eféctuar la  contratac¡Ón de
d¡cho  seguro  como  un  benefic¡o  ad¡cional  a  las  prestaciones  cubiertas  por  la  menc¡onada
Ley   100.   EI   Min¡sterio   de  Transporte   necesitaría   una   norma   legal   que   le   confiriera   la
facultad  para  adquirir  tal  seguro.  Al  no  exist¡r  una  noma  habilitante  en  ese  sent¡do,  es
daro  que  el  M¡nisterio  no  lo  puede  hacer,  so  pena  de  ¡nfr¡ng¡r el  principio  de  legal¡dad  de
las actuac¡ones  administrat¡vas,  según  el  cual  los servidores  públicos deben  basar s¡empre
sus actuac¡ones administrat¡vas en  normas juríd¡cas que  les  permitan  real¡zarlas.

SEGURO  DE  VIDA  COLECTIVO  EN  FAVOR  DE  EMPLEADOS  -Derogatoria.    El  artículo  289
del  Cód¡go  Sustantívo del Trabajo se aplicaba  a  los trabajadores part¡culares y se observa
que  'a  consuka  se  dirige  a .plantear si  es  procedente  o  no  que  el  Ministerio  de Transporte
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cont:rate  una  pól¡za  de  seguro  de  vida  colectivo  en  favor  de  los  serv¡dores  públicos  del
Ministerio  y sus famil¡as.  En  consecuencia,  es  prec¡so  refer¡rse  a  la  normatividad  aplicable
a  los servidores  púbI¡cos,  la  cual  se establecía  en  el  Decreto  Ley 3135 de  1968.  En  efecto,
el  Decreto  Ley  3135  de  1968,  ``Por  el  cual  se  prevé  la  ¡ntegración  de  la  segur¡dad  soc¡al
entre  el  sector  público  y  el  privado  y  se  regula  el  rég¡men  prestacional  de  los  empleados

públicos y trabajadores  oficialesJ',  establecía  en  los  artículos  34 y 35  el  seguro  por  muerte
para  dichos  servidores.  (...)  Los  citados  artículos  34 y  35 fueron  derogados  expresamente
por el  artículo  98  del  Decreto  Ley  1295  de  1994, ``Por el  cual  se determina  la  organ¡zac¡ón
y  admin¡stración  del  Sist.ema  General  de  Riesgos  Profes¡ona[es'J.   En  consecuenc¡a,  en  el
caso  de  los  serv¡dores  públicos,  estas  normas  referentes  al  seguro  por  muerte  fueron
derogadas   de   manera   expresa,   no  tác¡ta   como   suced¡Ó   con   la   norma   aplicable   a   los
trabajadores   part¡culares,   conforme   lo   expl¡caron   la   Corte   Constituc¡onal   y   la   Corte
Suprema  de  Justic¡a  en  las  aludidas  sentencias.  Sin  embargo,  el  r¡esgo  de  muerte,  como
tamb¡én  lo  expresaron  las  menc¡onadas  Cortes,  fue  asum¡do !por  el  S¡stema  de  Segur¡dad
Soc¡al   lntegral   establec¡do   por   la   Ley   100   de   1993   y   por   consigu¡ente,   al   estar   los
servidores    públ¡cos    afil¡ados    a    d¡cho    Sistema    se    encuentran    amparados    por    las
prestaciones  de  este.  (...)  La  Sala  observa  que  el  denom¡nado ``seguro  de  v¡da  colectivo"
que  cubría  el  r¡esgo  de  muerte  para  los trabajadores  particulareS  (derogado tác¡tamente)
y   el   llamado   ``seguro   por   muerteJ'   que   cubría   a   los   servidores   públicos   (derogado
expresamente),  en  la  actualidad  se  encuentran  comprend¡dos  dentro  de  la  regulac¡ón  del
S¡st:ema   de  Seguridad  Soc¡al   lntegral.   Uno  de   los  derechos  der¡vados  de  la   segur¡dad
social   es  el   derecho  a   la   pensión   que   permite  al  trabajador  que  se   ha   retirado  de  la
act¡vidad  laboral,  mantener  ciertos-®¡ngresos  para  su  sustento  y  el  de  su  famil¡a,  una  vez
cumplidos  los  requisitos  establecidos  por  el  ordenam¡ento  legali  El  derecho  a  la  pens¡Ón
t:¡ene   como  final¡dad   garant¡zar   la   v¡da   d¡gna   de   qu¡enes   han   puesto   al   servic¡o   de   la
soc¡edad  o  del  Estado  su  fuerza  de  trabajo  y cot¡zado  en  los térm¡nos  exig¡dos  por  la  ley.
Conforme se  ha  ¡nd¡cado,  el  riesgo de  muerte  de  los trabajadores colombianos se cubre a
part¡r  de  la  expedición  de  la  Ley  100  de  1993,  a  través  de  la  pensión  de  sobrev¡v¡entes
que   sust¡tuyó   a   la   prestac¡ón   soc¡al   denom¡nada   ``seguro 'lde   vida   colectivoJÍ   para   los
trabajadores  particulares  y  ``seguro  por  muerte"  para  los  servidores  públicos.  (...)  En  el
caso  de la  presente consulta,  puede destacarse que el  r¡esgo de  muerte se cubre en favor
de  las  personas  que  dependían  económ¡camente  del  trabajador  particular  o  del  servidor
público,   pues  estas  sustituyen  a   la   persona   que  d¡sfrutaba  de  la   pens¡Ón  o  que  tenía
derecho  a  su  reconocimiento.  La  pens¡ón  de  sobrev¡v¡entes  se  causa  por  el  fallec¡m¡ento
de  or¡gen  común  o  natural,  de  quien  es  activo  económicamente y se  encuentra  afil¡ado  al
S¡stema  General  de  Pens¡ones  o ya  se  encuentra  pensionado  por vejez o  ¡nval¡dez,  y t¡ene
como  finalidad  apoyar  económicamente  a  su  grupo  famil¡ar.l (...)  Aunado  a  lo  anter¡or,  el
r¡esgo  de  muerte también  está  cubierto  por la  indemnizac¡ón,lsustitutiva y la  devoluc¡ón  de
saldos,  consagradas  en  la  Ley  100  de  1993.  En  efecto,  de  no  configurarse  las  situac¡ones
establecidas  para  el  reconocimiento  de  la  pens¡Ón  de  sobrev¡vientes  tanto  en  el  régimen
soI¡dario  de  pr¡ma  med¡a  con  prestac¡ón  definida  -artículos i46  a  48  ibídem-  como  en  el
rég¡men  de  ahorro  ind¡vidual  con  sol¡dar¡dad  -arti'culos  73  a'  77  ibídem-,  se  contempla  el
derecho  en  el  pr¡mero,  de  otorgam¡ento  de  la  indemn¡zac¡ón  sustitutiva  de  la  pens¡ón  de
sobrev¡v¡entes  y  en  el  segundo,  de  la  devolución  de  saldos,  en  los  términos  consagrados
en  los artículos 49 y 78,  respectivamente,  de  la  Ley  100 de  1993

PRINCIPIO  DE   LEGALIDAD  DEL  GASTO  Y  GASTOS  DE   l=UNCIONAMIENTO.   EI
pr¡ncip¡o  de   legalidad   del   gasto  consiste  fundament:almente  en  que  no  puede   hacerse
ningún  gasto  públ¡co  que  no  haya  s¡do  decretado  prev¡amente  por  el  Congreso  med¡ante
ley,  por las Asambleas departamentales  med¡ante Ordenanza  o  por los Concejos distritales
o  munic¡pales  mediante Acuerdo,  y solo  hasta  el  monto  máximo  autorizado.  Este  pr¡ncip¡o
const¡tuc¡onal  se  der¡va  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  150  numeral  11,  345,  346  y  347
de  la  Carta  y  se  encuentra  desarrollado  en  el  artículo  38,  y  normas  concordantes,  del
Decreto   111  de  1996,   Estatuto  Orgán¡co  del   Presupuesto.   Este  artículo  se  refiere  a  las
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fuentes  de  'os gastos  que  pueden  ¡ncorporarse  en  'a ``Ley de Apropiaciones'' (lo  que se  ha
denom¡nado   también   ``títulos   presupuestales',.   (...)   En   la   consulta   se   pregunta   si   la
contratac¡Ón  del  seguro  de  vida  colectivo  podría  hacerse  a  través  de  los  llamados ``gastos
de  funcionam¡entoJ',  pero  se  observa  claramente  que  s¡  no  exist:e  la  facultad  lega'  para
decretar d¡cha  erogación  no se puede afectar el  rubro de tales gastos,  pues ello ¡ría  contra
el  principio  de  la  legalidad  del  gasto,  conforme  ha  quedado  expuesto.  Así se  ¡nvoque  que
se  trata  de  una  \`protecc¡ón  espec¡al"  dentro  de  los  programas  de  bienestar  social  del
organismo,  ello  no  hab¡l¡ta  al  M¡nisterio  para  contratar un seguro de vida  co'ect¡vo  para  los
serv¡dores   públicos   y   sus   famil¡as,   por   cuanto   dichos   programas   no   comprenden   la
contratac¡ón  de  tal  clase  de  seguro  y  no  pueden  suplir  las  coberturas  prestacionales  del
rég¡men  general  de  pensiones  y  del  régimen  general  de  r¡esgos  laborales,  otorgadas  por
los fondos de pens¡ones y las adm¡n¡stradoras de r¡esgos laborales,  respectivamente, entre
otras   entidades.   (,..)   Al   no   estar   asignada   al   M¡n¡sterio   de  Transporte   la   func¡ón   de
contratar  un  seguro  de vida  colectivo  en  favor de  sus empleados  públicos y sus famil¡as,
mal  podría  est:e  hacerlo  a  través de  los gastos  de funcionamiento,  por cuanto  actuaría  en
contrad¡cción   con   'a   definición   citada   y  v¡olaría   el   princ¡pio  de   legalidad   de'   gasto.   En
conclusión,  nó  es viable jurídícamente  que  el  Ministerio  de Transporte  contrate  el  refer¡do
seguro con cargo a  la  partida  presupuestal  de gastos de func¡onamiento,

PROGRAMAS  DE  BIENESTAR  SOCIAL  EN   ENTIDADES  PÚBLICAS  -  No  puede
incluir  la  contratación  de  un  seguro  de vida  colect¡vo.    [Se]  inquiere  s¡  es  viable
que  el   Ministerio  de  Transporte  adqu¡era   un  seguro  de  vida  colect¡vo  como  protecc¡Ón
espec¡al   a   través   de   d¡chos   programas,   En   pr¡mer   lugar,   se   debe   observar   que   la
contratación    de   tal    seguro   significaría    la    creacÍÓn    de    un    benefic¡o   ad¡cional    a    las

prestac¡ones  sociales  por  el  riesgo  de  muerte,  establec¡das  por  el  Sistema  de  Seguridad
Soc¡al   lntegral   de   la   Ley   100   de   1993,   conforme   quedó   explicado,  y  tal   conducta   se
encuentra  prohib¡da  en  forma  tajante,  por el  artículo  19  de  'a  Ley  1815  de  2O16  referente
al  Presupuesto  General  de  la  Nación  para  el  presente  año  2017.  En  efecto,  dicho  artículo
de  la  normativa  presupuestal  actual  prohíbe  que  los  programas  de  bienestar soc¡al  de  las
ent¡dades   públ¡cas   sean   utilizados   para   crear   o   incrementar   ingresos   laborales,   entre
otros,  Ias  prestac¡ones  soc¡ales,  de  los  servidores  públ¡cos.  D¡spone  lo  sigu¡ente:  ``Art:ículo
19.  Los  recursos  dest¡nados  a  programas  de  capacitac¡ón  y  b¡enestar  soc¡al  no  pueden
tener   por   objeto   crear   o   ¡ncrementar   sa'ar¡os,   bon¡ficac¡ones,   sobresueldos,   primas,
prestac¡ones  sociales,   remunerac¡ones   extralegales   o  estímu'os   pecun¡ar¡os  ocas¡onales
que   la   ley   no   haya   est:ablec¡do   para   los   servidores   públ¡cos,   n¡   servir   para   otorgar
benefic¡os  directos  en  d¡nero  o  en   espec¡e.   (...)"  En  consecuencia,  se  advierte  que  los

programas  de  b¡enestar social  del  Minister¡o  de Transporte  no  pueden  crear  la  prestac¡Ón
soc¡al  de  un  seguro  de  vida  colect¡vo,  pues  además  de  no  existir  una  norma  legal  que
autorice  o  hab¡l¡te  al  organ¡smo  para  crear'a,  se  encuentra  antes  b¡en,   una   prohib¡c¡ón

para  su  creación,  en  la  c¡tada  norma  presupuesta'. Ahora  bien,  los programas de  b¡enestar
soc¡al  están  contemplados  dentro  de  la  normativa  legal  del  sistema  de  estímulos  para  los
servidores  públicos.  (...)  Por  su  parte,  el  artículo  20  del  mismo  decreto  ley  dispone  cómo
se  organizan  los  programas  de  b¡enest:ar  social  y  cuáles  son  sus  orientac¡ones  generales

que se refieren fundamentalmente a favorecer el desarrollo ¡ntegral  del empleado,  mejorar-   su  _n¡vel  de  v¡da  y  e'  de  su  fam¡l¡a  y  elevar  su  identificac¡Ón  con  el  servic¡o  que  presta  la

eñt¡dad,  pero  en  ningún  momento  se  alude  al  otorgam¡ento  de  seguros.  (...)  El  artículo
2.2.10.3   del   Decreto   1083   de   2015   es   categór¡co   en   d¡sponer  que   'os   programas  de
bienestar   social   destinados   a   la   protección   y   servic¡os   sociales,   no   pueden   suplir   las
responsabilidades  legales  de   los  fondos  de  pensiones  y  las  adm¡n¡stradoras  de  r¡esgos
laborales, entre otras entidades, de manera que no se puede establecer a través de d¡chos
programas,  la  contratac¡ón  por  parte  de  una  ent¡dad  pública  de  un  seguro  de  vida  que
cubra   a  sus  serv¡dores  púb'¡cos,   pues  tal   r¡esgo  se  encuentra   asumido  por  el   Sistema
General   de   Pens¡ones  y  el   Sistema   General   de   Riesgos   Laborales,   de   acuerdo   con   lo
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expl¡cado.      FUENTE   FORMAL:  DECRETO   1567   DE   1998   /   DECRETO   1083   DE   2015   -
ARTICULO  212.10,3

`

La  ausencia  actual  de  un  mecan¡smo  juridico  para  contratar  e]  mehcionado
seguro de v¡da  colectivo.    La  consulta formula  la  tercera  pregunta,  ante el  evento  de
las  dos  primeras  respuestas  negativas,  referente  a  cuál  sería  el  mecanismo juríd¡co  para
que  eI  Ministerio  de Transporte  contratara  el  referido  seguro  de v¡da  colectivo y  bajo  cuál
rubro  presupuestal.  Al  respecto,  la  respuesta  es clara en el sent¡do de que en  la  actual¡dad
no  ex¡ste  un  mecanismo  jurídico  por  ausenc¡a  de  una  noma  legal  hab¡litante,  Io  cual  se
explica  por  la  asunc¡ón  del  riesgo  de  muerte  por  el  S¡stema ide  Seguridad  Social  lntegral
de  la   Ley  100  de  1993.   Por  consiguiente,   no  hay  un  rubro  presupuestal  de  gasto  que
pueda  afectarse para tal  contratac¡Ón,  (....).                                      Í

En  este orden  de  ideas,  frente  a  este  hecho,  el  Despacho  aclara  que  d¡cho  elemento
(daño  patrimon¡al  al  Estado), fue  defin¡do  expresamente  en  el  artículo  6  de  la  Ley  61O  de
2000  y  med¡ante  el   pronunc¡amiento  de   la  Contraloria   General   de   la   Nac¡Ón,   el   14  de
Marzo  de  2001,  con  el  concepto  OJ  O845  -  01,  en  los  siguientes  térm¡nos:    uARTICULO
6O.Daño  patr¡mon¡al  al  Estado  (modfficado  por  el  artículo  126  del  Decreto-Ley  403  de
2020).  Para eféctos de esta  Ley se entiende  por daño  patrimonial  al  Estado  la  lesión del
patrimonio  Dúblico,  reDresentada  en  el   menoscabo,  disminución,  Deriuicio,
detrimentoqérdida  o  deterioro  de  los  bienes  o  recLJrsos  públicos  o  a  los
intereses Datrimoniales del  Estado,  producidos  por una gestión fiscal  antieconómica,
ineficaz,  ¡neficiente,  ¡nequftat¡va  e  ¡noportuna,  que  en  términos  generales,  no  se  aplique
al  cumpl¡m¡ento de  los cometidos y de  los fines esenc¡ales del  estado,  particularizados  por
el  objeto  funcional  y  organ¡zac¡onal,  programa  o  proyecto  de  los  sujetos  de  vigilancia  y
control  de  las  contralorías'J.  (Subrayado  y  negrilla  fuera  de  texto),    Agrega  la  dispos¡ción

que    dicho    daño    podrá    ocasionarse    como    consecuenc¡a    de    la    conducta    dolosa    o
gravemente   culposa   de   quienes   realizan   gestión   fiscal   o   de   serv¡dores   públ¡cos   o
part¡culares  que  partic¡pen,  concurran,  ¡ncidan  o  contr¡buyan  directa  o  indirectamente  en
la  producción  del  m¡smo.                                                                                  i

l

Este  precepto  legal,  tiene  un  carácter  enunc¡atívo,  pues  incluye  dentro  del  concepto  de
daño,  los  perjuic¡os,  definidos  como  la  gananc¡a  líc¡ta  que  deja  de  obtenerse,  o  gastos
que se ocas¡onen  por acto u  om¡sión de otro y que éste debe indemnizar,  a  más del  daño
o   detrimento   material   caus`ado   por   modo   directo   que   pueda   sufrir   la   Nación   o   el
establec¡miento  públ¡co.

EI  Consejo  de  Estado,  según  fallo  con  radicac¡ón  número  68001-23-31-000-2010-00706-
01  de  fecha  16  de  marzo  de  2O17,  en  uno  de  sus  apartes'señaló:   "Í~J fs ,'nc7,-spen5a4/e
que se tenga  una  certeza  absoluta_ con  respecto  a  la  ex¡stenc¡a  del  daño  patr¡mon¡al,  por
lo  tanto  es  necesario  que  /a  les¡Ón  patrimonial  se  haya  ocasionado  realmente,  esto  es,
que se trate de un daño existente,  específico y objet¡vamente ver¡ficable, determ¡nado o
determinable  y  ha  manifestado  en  d¡ferentes  oportunidades  que  la  responsab¡/idad  fiscal
tiene  una final¡dad  meramente resarcitor¡a  y,  por lo tanto,  es  independ¡ente y autónoma,
distinta  de  la  responsab¡lidad  penal  o  disc¡pl¡naria  que  pueda  corresponder  por  la  misma  -  __
conducta,   pues  lo  que  en  el   proceso  de  responsab¡l¡dad  fiscal  se  discute  es  el  daño
patr¡mon¡al   que   se   causa   a   los  d¡neros   púb/¡cos,   por  conductas   dolosas   o   culposas
atribu¡bles a  un  serv¡dor públ¡co  o  persona  que  maneje d¡chos d¡neros,  lo que significa
que el daño patrimon¡al debe ser por lo menos cuant¡ficable en el momento en
que se decl?re responsable f¡scalmente a una persona.  (Resaltado nuestro).    Se
trae  a  colac¡ón  en  dicho fallo,  la  sentencia  de  la  Corte Const¡tuc¡onal  C-840  de  2001,  para
-rnffi+c;zír|.   "La  m!sma  Corporac¡Ón, frente a  la  est¡mación  del  daño,  sostuvo lo s¡guiente: "...

destaca  el  artículo 4 el  daño como fundamento de la  responsabil¡dad fiscal,  de  modo que
s¡  no existe un  perjuicio c¡erto,  un daño fiscal,  no hay cabida  para  /a dec/arac¡ón de dicha
responsabil¡dad.   (....)l'.   Así  las   cosas,   el   proceso   de   responsabil¡dad   fiscal   conduce   a
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obtener  ung  declaración  jurídica,  en  la  cual  se  prec¡sa  con  certeza  que  un  determ¡nado
serv¡dor  públ¡co  o  part¡cular  debe  cargar  con  /as  consecuenc¡as  que  se  derivan  por sus
aTu?c!pnes ¡rregulares en  la g€st¡Ón fiscal  que ha  real¡zado y que está obligado a reparar
el  dpfi.o  causado  a/  erar¡o  públ¡co,  por  su  conducta  dolosa  o  culposa''.   Y  síe preíj+sa
también:  con  respecto  a'  daño,  esta  Corporac¡ón  ha  sostenido:   J'Pa^a  /a  esí7-macy-oJn  o'e/
daño debe acudirse a las reglas genera/es apl¡cables en materia de responsab¡l¡dad; por /o
tanto,  entre otros factores que  han  de va/orarse,  debe cons¡derarse que aqué/  ha  de ser
c¡f!rto,  espec¡_al,  anormal  y cuant¡ficable  con  arreglo  a  su  real  magn¡tud.  En  e/  proceso  de
determ¡nac¡Ón   del   monto   del   daño,   por   cons¡guiente,   ha   de  estab/ecerse   no   sÓ/o   la
d¡men:¡Ón  de  éste,  s¡no  que  debe  exam¡narse  tamb¡én  s¡  eventualmente,  a  pesar  de  la
gest¡Ón fiscal  ¡rregu/ar,  la  adm¡n¡strac¡Ón  obtuvo o no a/gún  benefic¡o''.

Por otra parte, debe mencionarse que los servidores públ¡cos se encuentran conformados
por   empleados    públicos,    trabajadores    oficiales   y   miembros   de    las   corporaciones;
servidores  que tienen  grandes  diferencias  en  su  regulación jurídica  individual  y  colectiva.
Y  en  ese  sentido  vale  la  pena  seña'ar  que  en  lo  que  atañe  a  los  trabajadores  oficiales,
quienes  que  se  vinculan  a  la  administrac¡ón  bajo  contrato  laboral,  como  lo  establece  el
Consejo de  Estado  (2015) en  Sentencia O2762 del  16 de julio de 2015,  en donde dispuso:
"Como es sabido,  la vinculación del empleado público y del trabajador oficial es diferente.

El  pr¡mero,  se  ata a la administración  mediante  una  modalidad legal o reglamentaria que
involucra   un   régimen   prev¡amente   establecido   en   la   ley  y  que   regula  el   ingreso,   la
permanencia,   el   ascenso  y  el   retiro,   Io   cual   se   concreta   con   el   nombramiento  y` la
poses¡Ón.  El trabajador oficial por su parte se vincula mediante un contrato de trabajo que
se regula a través de sus cláusulas convencionales ( . , .)"

Así mismo,  en  lo que tiene  que ver con  derecho  colectivo  de  los trabajadores oficiales el
Código  Sustantivo  del  TrabaJ'o  en  su  artículo  3,  dispone:    ÍÍE/ preser,fe  CÓd,'go regu/a /as
relac¡ones  de  derecho  individual  del  Trabajo de  carácter  particular,   y  las  de  derecho
colectivo del Trabajo, of¡ciales y pariiculares."

De  acuerdo  a  lo  anterior,  las  organizaciones  sindica'es  de trabajadores  oficiales tienen
facultades   tan    amplias    como    las    que    ostentan    los   trabajadores    pariiculares,    de
conformidad  con  el  artículo  416  del  Código  Sustantivo  del  Trabajo,  que  est¡pula:     ÍíLos
sindicatos  de  empleados  públicos  no  pueden  presentar pl¡egos  dé  peticiones ni  celebrar
convenciones  colectivas,  pero  los  s¡nd¡catos  de  los  demás  trabajadores  oficiales
tienen todas las atribucibnes de los otros sindicatos de trabajadores, y sus pliegos
de peticiones se tramitarán en los m¡smos términos que los demás, aun cuando no
puedan declarar o hacer huelga." (Subrayado fuera de texto).

Teniendo  en  cuenta  lo  citado,  encontramos  que  'os trabajadores  oficiales  se  encuentran
facultados  para  suscribir  convenciones  colectivas,  como  lo  ha  respaldado  la  doctrina  en
aquel)a míi+er'ia-.   La condic¡ón  de trabajador oficial  implica el libre ejercicio del derecho a
la   asociación   sindical,   es   decir,   tener   la   posibiI¡dad   de   conformar   organizaciones
sindicales  de  todas   las  clases  y   niveles,   presentar  pliego  de   peticiones,   negociar  y
suscribir  convenciones  colect¡vas  de  trabajo,  tener  las  diversas  cíases  de fuero  sindical

-    Í..J.  (Guarín  Duran,  2016)

Por su  parte el autor Villegas Arbeláez:  ÍfAdv,|ériase que, por su prop,'a nafura/eza y ot/'efo,
por  def¡nición  legal,  es  obvio  decir  que  la  convención  o  contrato  colectivo  se  aplica  al
vínculo  contractual  puesto  que  la  convención  es  para  fijar  condiciones  que  reg¡rán  los
contratos  de trabajo.  (...)    EI  Contrato  Sindical,  como  su  nombre  lo  ¡ndica,  solo  procede
dentro  del  vínculo  laboral  contractual  de  los  trabajadores  privados  y  trabajadores
of¡ciales.  Por ello dice la norma que  los contratos sindicales se rigen  por las normas deI
contrato individual del trabajo." N-"egas A\Tbe)áez, 2O14)
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De  acuerdo  a  lo  anterior,  los  sind¡catos  de  trabajadores  oficiales,  tienen  las  atribuciones
del  Código  Sustant¡vo  del  Trabajo  para  negociar  y  suscribir  convenc¡ones  colectivas,  en
contraste  con  los  empleados  públicos,  quienes  t¡enen  las  limitac¡ones  dispuestas  en  el
Decreto  160 de 2014.

Ahora  bien,  teniendo en  cuenta  lo  anterior,  es  pertinente  rev¡sar si  ex¡ste  una  convención
colectiva,  la  cual  obligue  a  la  administración  a  real¡zar dichos  pagos,  así  como  la  calidad
del  servidor  público  a  qu¡enes  se  les  pago  dicho  seguro,  para  que  posterior a  realizar un
anál¡sis jurídjco,  se determ¡ne el  daño  patrimonial.

En  este  sentido,  en  desarrollo  del  proceso  que  se  adelante,  tendrá  que  revisarse  la
gest¡Ón  fiscal  desplegada  en  su  momento  tanto  por  el  señor Alcalde  Mun¡c¡pal,  como  por
el  Secret:ar¡o  General  y de Gob¡erno,  para  det:erm¡nar si  fueron  ajenos a  la  responsab¡I¡dad
asumida  y actuaron  en  contravía  de  los fines del  Estado,  teniendo en  cuenta,  como ya  se
ha  ind¡cado en  otras actuac¡ones que el  concepto de  la  gestión fiscal,  requiere a  más de  la
simple   d¡sponibil¡dad   mater¡al   que   t¡enen   los   serv¡dores   públicos   sobre   el   patrimon¡o

públ¡co  para  el  cumpl¡m¡ento  de  sus  func¡ones  (o  los  particulares,  según  el  caso,  cuando
administran  o  custodian  d¡cho  patrimonio),  tener  una  dispon¡bilidad  o  t¡tular¡dad  juríd¡ca
sobre  los  m¡smos,  est:o  es,  que  el  sujeto  tenga  la  capac¡dad  funcional  o  contractual  de
ejercer actos de gest¡ón fiscal  sobre  ese  patr¡mon¡o;  esto  es,  s¡  carece de dicha titular¡dad
jurídica,  no  t¡ene  mando  o  dec¡s¡ón  de  d¡spon¡bilidad sobre  los  fondos  o  b¡enes  públ¡cos
(así  tenga  la  disponib¡l¡dad  mater¡al),  no  habría  gest¡ón  fiscal,  y  por  lo  tanto  no  habría
responsab¡lidad  fiscal,  sino  patr¡monial,  lo  cual  obligaría  a  que  la  reparación  se  surt¡era  por
otra vi'a  diversa.

En  virtud  de  lo  anterior,  los  t¡tulares  de  los  refer¡dos  cargos,  serían  los  llamados  a
responder  eventualmente  ante  una  investigación  de  t¡po  fiscal,  prev¡o  adelantam¡ento  del
proceso  respectivo  donde  se   les  garantice  el  deb¡do  proceso  y  derecho  a   la  defensa,
ten¡endo   en   cuenta   que   un   manual   de  func¡ones   está   elaborado  en   la   admin¡stración
públ¡ca   para   que   el   serv¡dor   público   ejerza   deb¡damente,  el   cargo   para   el   cual   fue
nombrado.   Al  respecto,  el art:ículo  122 de la  CN,  consagra: `\A/o Aa4raí emp/ec, púb/,'co gue
no   tenga   funciones   detalladas   en   ley  o   reglamento  y  para   proveer  los   de   carácler
remunerado  se  requ¡ere que  estén  contemplados  en  la  respect¡va  p/anta  y  prev¡stos sus
emolumentos   en   el   presupuesto   correspond¡ente.   N¡ngún   serv¡dor   públ¡co   entrará   a
e#eersCee%pSeuñarCaíogsO  d#nberPerseStq;:e jí:aTnecnut:bde:.  C(f:)P4:¡r esyñotdeefse,ndLear fSrif6OnnStgteusC:ríkna  yy

encomendada   tanto   al   Alca¡de   Mun¡cipal,   como   al   Secretar¡o   General   y   de   Gob¡erno,

perm¡te  inferir  que  de  su  actuar  se  desprende  una  relaciónl directa  por  cuanto  tenían  la
d¡sponib¡l¡dad, t¡tular¡dad jurídica y capacidad func¡onal  para  ejercer actos de gestión fiscal
sobre  el  patr¡mon¡o  púbI¡co  que  resulta  afectado,  dado  que"se  d¡spuso  de  unos  recursos
que  tenían  bajo  su  responsab¡Iidad  sin  contar  aparentemente  con  la  v¡ab¡Iidad  legal  que~
los  hab¡Iitara  para  proceder con  la  contratac¡ón  de  las  pÓI¡zas o seguros de vida  a favor de
los-serv¡dores  públicos  de  la  adm¡nistración  mun¡c¡pal,  tal  y como se  ¡nd¡ca  en  el  hallazgo.

Frente  a  la  sit:uac¡ón  expuesta,  será  necesario señalar también  que el  ar[ículo  119  de  la
lJe!N   ±4;]4   de  2!OL1,  crstfrkJ^ecie|.      "En   los   procesos   de   responsabil¡dad   fiscal,   acc¡ones
populares  y  acc¡ones  de  repet¡c¡Ón  en   los ,cuales  se  demuestre  la  existencia  de  daño
patrimon¡al  para  el  Estado  proven¡ente  de  sobrecostos en  la  contratac¡Ón  u  otros  hechos
¡rregulares,  responderán sol¡dar¡amente el ordenador del gasto del  respeti¡vo organismo o
entidad contratante con el contrat¡sta, y con las demás personas que concurran al  hecho,
hasta /a recuperac¡Ón del detr¡mento patr¡mon¡al".
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Analizada  entonces  la  situac¡ón  descrita;  est:o  es,  la  obl¡gación  legal  y funcional  expuesta,
es evidente la  existenc¡a  de hechos ¡rregulares que  presumen  una  responsabilidad fiscal,  al
existir ¡nd¡cios ser¡os del  daño  patrimonial  al  estado y de sus  posibles autores.

De  otra  parte,  habrá  de  tenerse  en  cuenta  que  como  el  proceso  de  responsabilidad
fiscal  que  se  adelanta  debe  contar  con  el  mater¡a'  probator¡o  sufic¡ente  que  le  perm¡ta
tomar  las  dec¡s¡ones  que  en  derecho  corresponda  y  en  vista  de  que  deben  reun¡rse  más
elementos   de   ju¡cio    necesarios    para    dar   clar¡dad    a    la    situac¡ón    presentada,    será
¡ndispensab'e ¡ns¡st¡r en  el  aporte de  los documentos y demás  pruebas a  que  hub¡ere  lugar

y  que  se  consideran   necesarias  para   motivar  una   decisión   de  fondo.   Lo  anterior,  con
fundamento en  los art,Jculo  22 y s¡gu¡entes de  la  Ley 610 de  2000,  en  concordancia  con  las
d¡spos¡ciones  pertinentes de la  Ley  1564 de  2012 -Código General  del  Proceso.

Dado que el objeto de las pruebas ordenadas en  un  proceso es el de establecer los hechos
ocurr¡dos,  y  ya  que  el  fin  de  la   misma  está   dirigido  a  crear  cer[eza  en  el  fallador  del
asunto,  es  necesar¡o  estudiar,  lo  referido  a  la  conducencia,  pert¡nencia  y  utilidad  de  la

prueba  con  m¡ras  a  que  dentro  del  proceso  obren  sólo  aquellas  que  resulten  idóneas  y
necesarias,  que tengan  aptitud  de  probar y esclarecer aquello que se qu¡ere  resolver,  que
se  ref¡eran a  los  hechos del  proceso y que  respeten  el  pr¡ncipio de economía  procesal.

Así   las   cosas,   tenemos   que   la   conducenc¡al   hace   relac¡Ón   a   la   ¡doneidad   legal   de   la

prueba, ya que existen elementos probator¡os que por prescripc¡ón de la  misma  ley no son
posib'es  utilizar, a  pesar de la  l¡bertad  probator¡a,  para  c¡ertos asuntos.

La  pertinenc¡a2  por su  parte,  se  refiere  a  que  la  prueba  a  decretar verse sobre  los  hechos
del  proceso, y en  espec¡al  sobre  los  determinados  en  esa  pet¡c¡ón,  De  la  m¡sma forma  que
en  nuestras conversaciones diarias,  las  dirigimos sobre  un  mismo asunto,  con  el  objeto  de
que  sea  pos¡ble  lóg¡ca  y  materialmente  la  comunicación,  de  la  misma  forma,  las  pruebas
que  ¡nforman' una  actuación  procesal,  deben  dirigirse a  'os mismos hechos del  proceso.

La  ut¡l¡dad  de  la  prueba  tiene  que ver con  l'...e/ aporie que puec7e //ei,a, a/ proceso pa,a
cump/¡r e/  fin  de crear certeza  de los hechos en el  án¡mo de/ funcionar¡o jud¡cial,  en otros
térm¡nos,  el   poder  enriquecedor  del  convenc¡m¡ento  del  juez  que  determ¡nada   prueba
conl/eva'8

Es  dec¡r,   que   los  elementos  aduc¡dos  al   proceso  con   la   ¡ntención   de  demostrar  c¡er[a
c¡rcunstanc¡a,  deben  tener  'a  vocación  de  servir  para  el  fin  conceb¡do,  tal  como  es  el  caso
de  llevar  convenc¡m¡ent:o  al  func¡onar¡o  fallador;  pero  cuando  dicha  prueba  no  es  út:¡l  para
brindar  claridad   a   la   materia   entonces  se  torna   superflua.   AsÍ:    ".../a  p,t,eóa  es  ,'núf,'/
cuando  sobra,  por  no  ser  ¡dónea,  no  en  sí  m¡sma,  s¡no  con  relación  a  la  ut¡l¡dad  que  le
debe  prestar al  proceso,  ya  que este solo  puede  recaudar las  pruebas  necesarias para  e/
pronunciam¡ento  del  fa//o.  S¡  nos  val¡éramos  de  una  metáfora,  podríamos  dec¡r  que  e/

\  El  maestro  Ja'iro  Parra  ha  clef-in`iclo  la  conduceric'ia  como'.  ''.,.Ia  idone¡dad  legal  que  tiene  una  prueba  para  demostrar

determinado  hecho.  Supone  que  no  ex¡sta  una  norma  legal  que  prohíba  el  empleo del  medio  para  demostrar  un  hecho
determ¡nado|  El sistema de la prueba legal,  de  otra parie,  supone que  el  medio que se emplea,  para demostrar el hecho,
está  consagrado  en  la  'ey.  La  conducencía  es  una  comparación  entre  el  med¡o  probatorio  y  la  ley,  a  fin  de  saber,  si  el
hecho  se  puede  demostrar en  el proceso,  con  el empleo de ese  m.edio probatorío" (PAF\RA QUIJANOi  Jalro, mariual  de
Derecho  Probatorio-Quinta  Ed¡ción,  Librería  Ed¡ciones del  Profes¡oná'  Ltda.i  Bogotá-Colombia,  Pág.153).

La  dogmática juríd¡ca  la define como  "..,/a  adecuac,-Ór, er,Íre /os Í,ecftos que  se preíender, //evar a/ prooeso y /os ftecftos
que son tema de la prueba en éste.  En otras palabras, es la relación de facto entre los hechos que se pretenden demostrar
y el tema del proceso. AsÍ, como en nuestra v¡da d¡ar¡a, al estar conversando con una persona sobre un determ¡nado tema,
cons¡deramos  b¡envenidos  a  'os  que  qu¡eren  hablar sobre  lo  m¡smo  y  pred¡camos  la  ¡mpertinenc¡a  de  quienes  ¡ntroducen
oonversao,'ones  sobre  ofros  ferr7as,  exacíamer,íe  /o  m,'smo  sucede  en  e/ proceso" (PARRA  QU'JANO,  Jairo,  manua'  de
Derecho  Probatorio-Quinta  Ed¡c¡Ón,  Librería Ed¡ciones del  Profes¡onal  Ltda.,  Bogotá-Colombia,  Págs.153-154).

3  LÓPEZ BLANCO,  Hernán  Fab¡o,  Procedimiento C¡vÍI-Pruebas,  Ed.  Dupre Editores,  Bogotá D.C.,  2001,  Pág. 59-60.
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proceso debe consumir las pruebas que le sean absolutamente necesarias para  pronunc¡ar
el   fallo  y  que   no   puede  darse  el   lujo  de  recaudar  pruebas  que  sobren,   superfluas,
ngc/ur,c7'aníias o corroborantes, cuando esto no sea absolutamente necesario'4

Entonces,  la  util¡dad  de  la  prueba  compromete  no  sÓIo  la  certeza  del  fallador s¡no también
los  pr¡ncipios  de  la  función   púbI¡ca,  ya  que  ambos  concurren  en  la  idea  de  la  ef¡cacia,
economía  y  celeridad,  principios  que  buscan   la   realizac¡ón  de  una  admin¡stración  ágil  y
tiansparente  en  la  resoluc¡ón  de  los  asuntos  sometidos  a  su icons¡deración,  motivo  por  el
cual,  la  práctica  de pruebas de hechos que se encuentren esclarecidos dentro del  proceso,
o  de  pruebas  que  tiendan  a  demostrar  un  mismo  hecho,  por  la  redundanc¡a  establec¡da,
resultan  superfluas  frente  a   los  ¡ntereses  de  la   búsqueda  de  la  verdad  y  eficac¡a  que
deben  componer la  administrac¡ón  públ¡ca.                                          l

l

Aií entonces,  para el desarrollo de este proceso se tendrán como pruebas las aportadas
con  el  hallazgo fiscal  número  24 del  18  de  agosto de 2020 y decrétese de ofic¡o  la  práctica
de  las siguientes,  por ser conducentes,  pert¡nentes y út¡les:     i

"

-Oficiar a  la Alcaldía  Munic¡pal  de Chaparral,  para  que nos allegue con  destiino al  proceso

de  responsabil¡dad  fiscal  radicado  bajo  el  número  112-032-020,  la  siguiente  informac¡ón:
1)-   Fotocop¡a   de   las   Pól¡zas   de   Manejo   Sector   Oficial   adqu¡ridas   por  el   mun¡cipio   de
Chaparral,  durante  las v¡gencias  2016,  2017 y  2018,   o   las que  h¡cieren  su  veces,  con  sus
respect¡vos  anexos.    2)-    Fotocop¡a  de  la  Convenc¡ón  Colectiva  de Trabajadores,  v¡gente
para   los   años   2016,   2017,   2018  y   2019,   d¡scrim¡nado   lal relac¡ón   de   empleados   que
pertenecen  a  la  organización  sind¡cal  por  su  fóma  de  vinculac¡ón  con  la  adm¡n¡stración;
esto  es,  cuales son  de carrera  adm¡n¡stratíva,  cuales  están  en  prov¡sionalidad y cuales son
trabajadores  oficiales.     Lo  anterior,  con  fundamento  en  el  artículo  10  de  la  Ley  610  de
2:OOO.    Policía   judicial,   Los   serv¡dores   de   las   contra/orías   que   real¡cen   func¡ones   de
invest¡gac¡Ón o de indagación, o que estén  comis¡onados para  la  práct¡ca de pruebas en e/
proceso  de  responsabil¡dad  fiscal,  tienen  el  carác[er de  autoridad  de  polici'a judic¡al.  Para
este  efiecto,  además  de  las  funciones  previstas  en  e/   CÓd¡go  de  Proced¡miento  Penal,
tendrán  las s¡guientes:  ``(...).  3.  Sol¡c¡tar ¡nformación a  entidades ofic¡ales o part¡cu/ares en
procura  de  datos  que  ¡nteresen  para  sol¡citar la  ¡n¡c¡ación  de/  proceso  de  responsabilidad
fiscal   o   para   las   indagaciones   o   ¡nvest¡gac¡ones   en   trám¡[e,   inclusive   para   lograr   la
¡dentificac¡Ón  de  bienes  de  las  personas  comprometidas  en  los  hechos  generadores  de
daño  patr¡mon¡al  a/  Estado,  s¡n  que  al  respecto  les  sea  oponible  reseiva  alguna.  (...)".
Dirección:     Carrera  9  No  9-02  Esqu¡naidifico  Alcaldía  Chabarral  /  desDacho@chaDarraI-
tÚ:ÚIima.aov.co   Dlaneac¡ón@chaDarral-tol¡ma.ciov.co

l

DECRETO DE MEDIDAS CAUTELARES
.

Se   decretarán    las    medidas   cautelares   a    que   haya    lugar,    conformando    cuadernos
separados,  incluyendo  la  solic¡tud  e  ¡nformac¡ón  sobre  los  bienes,  de  conform¡dad  con  lo
establecido en  el  artículo  12 de  la  Ley 610 de 2000.                    ll

VINCULACIóN AL GARANTE

En   el   proceso  de   responsabilidad  fiscal,   cuando  el   presunto   responsable,  el   b¡en   o   el
contrato  sobre  el  cual  reca¡ga  el  objeto  del   proceso,  se  éncuentra  amparado  por  una
póliza,    se   v¡nculará    a    la    Compañía    de    Seguros   en    calidad    de   tercero    c¡vilmente
responsable,   garante,   en   cuya   v¡rtud   tendrá   los   mismos   derechos   y   facultades   del
¡mpl¡cado.   La  v¡nculac¡ón  se  surtirá   med¡ante  la  comunicac¡Ón  del  auto  de  apertura  del
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proceso  al  representante  legal  o  al  apoderado  designado  por  éste,  con  la  ¡ndicación  del
motivo-de  procedencia  de aquella  (Artículo 44  Ley 610 de  2000),

En  este  caso,  se  adv¡erte,  que  se  vincu'ará  a  la  s¡gu¡ente  compañi'a  de  seguros  en  su
cond¡c¡ón  de tercero  c¡vilmente  responsable-garante,  para  'a  época  de  los  hechos  que  se
invest¡gan,    quien    una   vez   enterada    podrá    hacer   valer   su   derecho   a    la    defensa,
contrad¡cción  y deb¡do  proceso  que  le  as¡ste  en  el  transcurso  de  las  d¡ferentes  di'igenc¡as
que     se     adelantarán     dentro     de     la     presente     actuac¡Ón=     Compañía     de     Seguros
ASEGURADORA  SOLIDARIA  DE  COLOMBIA,  d¡st¡nguida  con  el  NIT  860.524.654-6,

qu¡en  e'  día  O6  de  agosto  de  2018,  expidió  a  favor  del  mun¡c¡p¡o  de  Chaparral-To'ima,  la
pól¡za  seguro  manejo  sector  ofic¡al  número  480-64-994000000657,  con  v¡genc¡a  del  27-
08-18   al    27-08-19,    amparando   allí   los   fallos   con    responsabilidad   y   por   un    monto
asegurado de $20.000.000,oo.

Respecto  a'  caso  part¡cular del  tercero  cMlmente  responsab'e,  garante,  que  se vincula  es
necesario  hacer  las  s¡guientes  precisiones:  Son  pól¡zas  que  amparan  de  manera  general
las  operaciones  que  lleve  a  cabo  el  asegurado  en  el  desarrollo  de  las  activ¡dades  que  le
son  ¡nherentes  en  el  giro  normal  de  sus  negocios;  para  las  entidades  oficiales,  ampara  a,
los  organismos  contra  los  r¡esgos que  impl¡quen  menoscabo  de fondos y  bienes,  causados

por los serv¡dores  púb'¡cos en  el  ejerc¡c¡o de  las labores desarrol'adas o acordadas s¡empre
y cuando  el  hecho sea  cometido dentro de la vigencia  de la  respect¡va  póliza,

Con   base   en   lo   d¡cho,   para   que   una   pérd¡da   sufr¡da   por   el   asegurado   genere   una
obligación  indemn¡zatoria  a  cargo  de  la  aseguradora  (es  dec¡r,  que  sea  cons¡derada  como
sin¡estro),  se  requ¡ere  un  acto  o  ¡nfracc¡Ón  comet¡do  por e'  servídor  púbI¡co v¡nculado  a  la
administración  munic¡pal,  que  debe  presentarse  durante  la  vigenc¡a  de  la  póliza,  hecho

que  presuntamente  acontec¡ó  para  el  citado  caso,  dado  que  el  señor Alcalde  de  la  época
Humberto  Buenaventura  Lasso  y  el  señor  Secretar¡o  General  y  de  Gobierno  de  la  época
Edw¡n  Leonardo  Av¡lés  García,  resultan  amparados  por  dicha  pól¡za  y  fueron  en  pr¡nc¡pio
negligentes  en  el  ejerc¡c¡o  de  sus  func¡ones,  En  la  práct¡ca,  es  la  ent¡dad  pública  la  que
toma   esta   póliza   para   proteger   su   patrimon¡o   por   las   pérdidas   produc¡das   por   sus
empleados.      Las   pólizas   utilizadas   en   el   mercado   cubren   tanto   la   comis¡ón   de   actos
del¡ctuosos   por  parte  de  los  empleados  como   los  alcances  y  fallos  de  responsabil¡dad
fiscal.

En  mér¡to de lo expuesto, este Despacho,

RESUELVE :

ARTÍCULO  PRIMERO:  Avocar conoc¡m¡ento  de  la  presente  dil¡genc¡a  de  responsabilidad
fiscal    rad¡cada    bajo    el    número    112-032-020,    ante    la    Adm¡nistrac¡ón    Mun¡c¡pal    de
Chaparral-ToI¡ma,  d¡st¡ngu¡da  con  el  NH 800.100.053-1i

ARTÍCULO SEGUNDO:  Ordenar la  apertura formal  del  Proceso de  Responsabil¡dad  F¡scaI
No  112-032-020,  ante  la  Administración  Munic¡pal  de  Chaparral-Tol¡ma,  distingu¡da  con  e'
NH  800.100.053-1,   rad¡cada   bajo  el   No.   112-032-020,   cuyo   representante   legal   es  eI
señor Humberto  Fernando Arce  Hernández -Alca'de.

ARTÍCULO  TERCERO:  Vincular  como  presuntos  responsables  fiscales  a   los  s¡gu¡entes
servidores públicos para  la época de los hechos, señores:  HuMBERTO BUENAVENTURA
LASSO,  ¡dent¡ficado  con  la  C,C  No  5.886.577  de  Chaparral,  en  su  cond¡c¡Ón  de Alcalde;  y
EDWIN   LEONARDO  AVILES  GARCIA,   ident:ificado  con   la   C.C  No   1.032.380.889  de
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Bogotá,   en  su  cal¡dad  de  Secretar¡o  General  y  de  Gobierno;  por  el  presunto  daño
patr¡mon¡al  ocas¡onado  al  mun¡c¡p¡o  de  Chaparral-Tol¡ma,  en  la  suma  de  D¡eciséis  M¡Ilones
Novec¡entos Ve¡nt¡dós Mil  C¡ncuenta y Tres Pesos M/CTE ($16.922.053.oo), ten¡endo en
cuenta  las razones expuestas en  precedenc¡a,

ARTÍCuLO  CUARTO=  Vincular  como  tercero  c¡vilmente  responsable,   garante,   por  las
razones  expuestas,  a  la  siguiente  compañía  de seguros de conform¡dad  con  lo  est:ablec¡do
en  el  artículo 44 de la  Ley 610 de 2000:   ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA,
distingu¡da  con  el  NIT 860.524.654-6,  quien  el  día  O6  de  agosto  de  2018,  expid¡Ó  a  favor
del  municip¡o  de  Chaparral-Tol¡ma,  la  póliza  seguro  manejo  sector oficial  número  48O-64-
994000000657,   con   vigencia   del   27-08-18   aI   27-08-19,   amparando   alli'   los   fallos   con
responsabilidad  y  por  un  monto  asegurado  de  $20.000.000.oo;  COMUNICÁNDOLE    el

presente  auto  de  apertura  por  intermedio  de su  representant:e  legal  o  apoderado  al  lugar
de domic¡l¡o  indicado y enterándola  que contra  el  mismo  no  procede  recurso alguno,  de
conformidad  con  el  artículo  40  de  la  Ley  610  de  2000,    D¡recc¡Ón:  Carrera  4  D  #  35  -39
de lbagué.                                                                                                     ,

ARTÍCuLO QUINTO'=  Comun¡car al  representante  legal  de  la Administración  Munic¡pal  de
Chaparral-Tol¡ma,   sobre   la   apertura   del   Proceso   de   Responsab¡I¡dad   Fiscal,   remit¡endo
copia  de  la  presente  providencia,  para  que  se  surt:a  el  tram¡te  establec¡do  en  el  Titulo  lI
Capitulo X  numeraI  4 del  Plan  General  de  Contabilidad  Públ¡cai     D¡rección:  Carrera  9  No  9-
02 Esqu¡na-Edific¡o Alcaldía Chaparral / despacho@chaparral-tolima.gov.co

ARTÍCULO  SEXTO:   Decret:ar  las   med¡das  cautelares a   que   haya   lugar,` conformando
cuadernos    separados,    ¡ncluyendo    la    sol¡c¡tud    e    ¡nformac¡Ón    sobre    los    b¡enes,    de
conform¡dad  con  lo establec¡do en  el  artículo  12 de  la  Ley 610 de 2000.

l

l

ARTÍCULO    SÉPTIMO=    Conforme    al    art:Ículo    106    de    la    Ley    1474    de    2011,    en
concordanc¡a   con   el   artículo   4   del   Decreto   491   del   28   de   marzo   de   2020,   notificar

personalmente  a   los  señores  que  se  relacionan   a  cont¡nuación,   haciéndoles  saber  que
contra  este Auto  no  procede  recurso alguno  según  las  ¡ndicac¡ones del  artículo 40  Ley_610
de 2000.

Nombre
Cédula
Cargo
Dirección

Nombre
Cédula
Cargo
Dirección

HUMBERTO BUENAVENTURA LASSO    \
5.886.577 de ChaparraI
Alcalde  Munic¡pal L época de los  hechos
Calle  11  No  7-39   Chaparral

.

EDWIN  LEONARDO AVILES(GARCIA
1,032.380.889deBogotá            1
Secretar¡o General y de Gob¡erno - época  hechos
Manzana  7 Casa  7  Barrio Castañal de Chaparral

ARTÍCULO   OCTAVO=  Una   vez   not¡ficados   del   contenido   de   la   presente   prov¡denc¡a,
ejercerán su derecho a ser escuchados en Vers¡ón  Libre y Espontánea,  en  los térm¡nos del
presente  artículo,  conforme  a  lo  estatuido  en  el  artículo  42  de  la  Ley  610  de  2001,  los
señores  HUMBERTO  BUENAVENTURA LASSO,  ¡dent¡ficado  con  la  C.C  No  5.886.577 de
Chaparral    y    EDWIN    LEONARDO   AVILES    GARCIA,    ident¡ficado    con    la    C.C    No
1.032.380.889   de   Bogotá;   versión   que   ten¡endo   en   cuenta   la   emergenc¡a   san¡taria
decretada  por  el  M¡nisterio  de  Salud  y  Protección  Soc¡al,  de  conform¡dad  con  el  arti'culo  4
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del  Decreto  Ley 491  de  2020,  deberá  ser  rendida  preferib[emente  por escrito,  Ia
cual  consiste en  el  derecho que  le asiste al  presunto  responsable de  los  hechos  materia  de
¡nvest¡gación  de  ser  escuchado  por  parte  del  func¡onar¡o  ¡nvest¡gador,  donde  ¡ndicará  si
conoce   los   hechos   materia   de   ¡nvest¡gación,   hará   un   relato   de   los   mismos,   con   las
explicac¡ones  que  considere  per[inentes,  so'ic¡tara  y  aportara  las  pruebas  que  considere
conducentes,  podrá  controvertir  'as  que  se  alleguen  en  su  contra  y  ejercer  a  plenitud  el
derecho  de  defensa.    Documento  que  se  deberá  radicado dentro de  los  15  días
siguientes  a   la   notificación  del   presente  Auto,   en   la   Secretarira   General   de   la
contraloría  Departamental  del  Tol¡ma,  ubicada  en  la  cal'e  11  entre  carrera  2  y 3  frente  al
Hotel   Ambalá   de   la   ciudad   de   lbagué   o   de   manera   v¡rtual-pdf,   a   través   de   correo:
s_ecreta[a_.qeneral@cDm-al.oriatollma.gov,£QJ   referendando  el  proceso  de  responsabll'dad
fiscal,   debidamente  firmado,   con   nombre   completo,   número  de   cédula,   ¡ndicación   del
correo electrónico y d¡rección física,

De  conform¡dad  con  el  arti'culo  42  de  la  Ley  610  de  200O  (modificado  por  el  artículo  136
del   Decreto  Ley  403  de  2020),  e'   presunto  responsable  fiscal  también  podrá  remit¡r  su
vers¡ón  l¡bre  por cualquier  med¡o de  aud¡o  o  audiovisual,  siempre  que ofrezca  leg¡b¡l¡dad  y
seguridad  para  el  registro  de  lo  actuado.   La  pandemia  del  COVID  19  nos  ha  llevado  a
opt¡mar  med¡das  prevent¡vas  que  conlleven  a  un  escaso  contacto  entre  las  personas,  sin
embargo,   si  finalmente  el   presunto   responsable  fiscal   decide   rendir  su  versión   l¡bre  y
espontánea  de  forma  d¡recta  ante  e'  funcionario  ¡nvestigador,  deberá  advertirlo  a'  correo
electrón¡co _s_ecretaria.general@contraloriatolima,gov.co,  dentro  de  los  15  días s¡guientes a
la  notificación  del  presente  Auto,  para  que  se  cite  y fije  fecha  de  'a  respectiva  d¡ligencia,
mediante  plataforma  v¡rtual.  Igualmente,  se  le  comunica  que  podrá  ser  as¡stido  por  un

profes¡onal  del  derecho  si  así lo  estiman  conven¡ente,  advirtiéndoles  que  en  el  evento  de
la  no  presentación  de  la  vers¡ón  indicada,  se  procederá  a  la  designación  de  un  apoderado
de ofic¡o según  las  prev¡siones del  artícu'o 43  de  la  ley 610 de 2000.

ARTÍCULO   NOVENO=   Ténganse   como   pruebas   las   aportadas   con   el   hallazgo   fiscal
número  24  del  18  de  agosto  de  2020 y sol¡cítese  de  oficio  por su  conducenc¡a,  pertinenc¡a
y  utiI¡dad,  a  la-respect¡va  entidad,  el  envío  de  la  ¡nformación  que a  continuac¡ón  se  ind¡ca,
advirtiéndole que  la  misma  debe  rem¡t¡rse a  la  Secretaria  General  de la  de la Contraloría
Departamental  del  Tolima,   ub¡cada  en   la  Calle   11  entre  Carrera  2  y  3,  frente  al   Hotel
Ambalá,  correo  electrónico:  secretaria.cieneral@contraloriatolima.c,ov.co,  o  a  la  Direcc¡ón
Técnica  de  Responsab¡lidad  Fisca'  de  la  Contra'oria  Departamental  del To!ima,  ubicada  en
el  sépt¡mo  p¡so  de  la  Gobemac¡ón  del  Tol¡ma,   dentro   de  los ve¡nte  (20)  días  sigu¡entes
al  recibo  de  la  presente,  so  pena  de  incurrir  en  conducta  sancionable  como  lo  establecen
los  ariículos 81  y 83  del  Decreto-Ley 403  de  2020, con  la  observanc¡a  además del  ariículo
10  de  la  Ley610de2000.

-  Of¡ciar a  la Alcaldira  Municipa'  de  Chaparral,  para  que  nos allegue con  destino al  proceso

de    responsabilidad    fiscal    radicado    bajo    el    número    112-032-020,    la    siguiente
¡nformación:   1)-   Fotocop¡a   de   las   Pólizas   de   Manejo   Sector   Oficial   adqu¡ridas   por   el
mun¡c¡p¡o  de  Chaparral,  durante  las  v¡gencias  2016,  2017  y  2018,   o   las  que  h¡c¡eren  su
veces,   Eon   sus   respect¡vos   anexos.      2)-      Fotocopia   de   la   Convención   Colect¡va   de
Trabajadores,  vigente  para  los  años  2O16,  2017,  2018 y  2019,  discriminado  la  relación  de
empleados  que  pertenecen  a  la  organizac¡ón  sindical  por  su  forma  de  v¡nculación  con  la
adm¡nistrac¡ón;    esto    es,    cuales    son    de    carrera    adm¡n¡strat¡va,    cuales    están    en
provis¡onalidad  y  cuales  son  trabajadores  ofic¡ales.     Lo  anterior,  con  fundamento  en  el
etrticJJho LfJ  de 'a lJ=N  6]f)  de 2!00Í).  Pol¡cía jud¡c¡a/.  Los  serv¡dores  de  las  contralorías que
real¡cen  func¡ones  de  investigac¡Ón  o  de  ¡ndagación,  o  que  estén  com¡s¡onados  para  la
práctica de pruebas en e/ proceso de responsab¡/¡dad fiscal, t¡enen el carácter de autor¡dad
de  pol¡cía  judic¡al.  Para  este  efiecto,  además  de  /as  func¡dnes  prev¡stas  en  el  CÓd¡go  de
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Proced¡m¡ento  Pena/,  tendrán   las  s¡guientes:   "(...).   3.  So/icitar  informac¡Ón  a  ent¡dades
oficia/es  o  part¡culares  en  procura  de  datos  que  ¡nteresen  para  sol¡c¡tar  la  in¡ciac¡Ón  del
proceso  de  responsab¡lidad  fiscal  o  para  las  ¡ndagaciones  olijnvestigac¡ones  en  trám¡te,
¡nc/us¡ve  para  lograr  la  ¡dent¡ficación  de  bienes  de  /as  personas  comprometidas  en  los
hechos  generadores  de  daño  patr¡mon¡al  al  Estado,  sin  que  al  respecto  /es  sea  opon¡b/e
nasie,iÁ3 a/guna,  Í:.J?  D¡rección=   Carrera  9  No  9-02  Esqu¡naidfflco Alcaldía  Chaparral /
desDacho@chaDarraI-tolima.ciovlco   Dlaneación@chaDarral-tol¡ma.ciov.co

l

ARTÍCULO  DÉCIMO=  En  el  evento  en  que  aparecieren  y  se  allegaren  nuevas  pruebas
que  responsabil¡cen  a  terceros  no  vinculados  y  que  se  encontraren  en  los  hechos  que
sirv¡eron  de  base  para   la  deteminación  del  daño  patrimorial  en  el   píesente  auto,  se
procederá  a su  posterior vinculación,  conforme a  lo establec¡do en el  ordenamiento  legal.

ARTÍCULO  UNDÉCIMO=  Remítase  a  la  Secretaría  General  y  Común  de  este  órgano  de
control  para  lo de su  competenc¡a.

NOTIFÍQUESE,   COMUNÍQUESE  Y  CÚMPLASE

[

CRISTHIAN RICARDO ABELLO ZAPATA
D¡rector Técn¡co de  Responsabil¡dad  F¡scal

l

Aprobado  18 de febrero de 2020 COPIA CONTROLADA
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AUTO NO  OO5   MEDIANTE EL CUAL SE VINCULA A UNOS SUJETOS PROCESALES
DENTRO DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL ADELANTADO ANTE LA
ADMINISTRACION MUNICIPAL DE CHAPARRAL-TOLIMA, RADICADO BAJO EL

No. 112-O32-2020

En  la  ciudad  de  lbagué-Tol¡ma,  a  los  veintitrés  (23)  días  del   mes  de  jun¡o  de  dos  mil
veint¡dós  (2022),  los  suscritos  funcionar¡os  sustanciador y  de  conocim¡ento  adscr¡tos  a  la
Dirección  Técn¡ca  de  Responsab¡l¡dad  Fiscal,  proceden  a  exped¡r  auto  de  v¡nculac¡ón  de
unos  sujetos  procesa'es  dentro  del   proceso  de   responsabil¡dad  fiscal   radicado   bajo  el
número  112-032-020,  adelantado  ante  la  Administración  Mun¡c¡pal  de  Chaparral-Tol¡ma,
ten¡endo en  cuenta  lo siguiente:

COMPETENCIA

Este   despacho   es  competente   para   adelantar  el   presente   proceso   de   responsabi'idad
fiscal,  de  conform¡dad  con  lo dispuesto  en  'os artículos  267  inc¡so  3,  268 y  272  inciso  6 de-    la  Const¡tución  Polít¡ca  de  Colomb¡a,  Ley  610  de  2000,  Ordenanza  NO  OOs  de  2001,  Auto

de Asignac¡ón  NO O91 del  24 de sept¡embre de 2020 y demás normas concordantes.

FUNDAMENTOS DE HECHO
/_

Mediante   memorando   CDT-RM-2020-00002529,   rec¡b¡do   el   21   de   agosto   de   2020,   la
Directora  Técnica  de  Control  F¡scal  y  Med¡o  Ambiente,  envía  a  esta  D¡recc¡Ón  Técn¡ca,  el
hallazgo fiscal  número  24 del  18 de agosto de 2020,  producto de  una  auditoría  practicada
ante  la Adm¡nistrac¡ón  Municipal  de Chaparral-Tol¡ma,  d¡st¡nguido con  el  NTr 800.100.053-
1, a través del  cual se  precisa  lo sig'uiente:

Que en  el trabajo de aud¡tor¡a se observó que la Alcaldl'a  Mun¡cipal  de Chaparral,  can'ceYló a  la
Aseguradora  Sol¡daria  de  Colombia,  la  suma  de  $12.560.000,oo  y  a  la  Aseguradora  Allianz
Seguros de V¡da  S.A,  el valor de $ 4.362.053.oo,  por concepto de  pólizas de seguros de v¡da
de  los trabajadores ofic¡ales,  contrav¡niendo  los artículos 68  (seguros de v¡da y de salud.  Los
Concejales tendrán  derecho  durante  el  períódo  para  el  cua'  han  s¡do  eleg¡dos,  a  un  seguro
de  vida  equ¡valente  a  ve¡nte veces  e'  salar¡o  mensual  vigente  para  el  A'calde,  así como  a  la
atención   méd¡co-as¡st:enc¡al   a   que  t¡ene   derecho   el   respectivo   alcalde)   y   177   (salarios,
prestaciones  y  seguros.  Los  salar¡osa-y  prestac¡ones  de  los  personeros,  como  empleados  de
los  mun¡c¡pios, se  pagarán  con  cargo al  presupuesto del  Munic¡pio,  La  asignac¡Ón  mensual  de
los  Personeros,  en  los  munic¡pios y d¡stritos  de  las  categorías  espec¡al,  será  ¡gual  al  c¡en  por
ciento  (100%)  del  salar¡ó  mensual  aprobado  por  el  Concejo  para  el  Alcalde.  Los  personeros
tendrán  derecho a  un  seguro  por muerte violenta,  el  cual  debe ser contratado  por el  alcalde
i-espect¡vo, conforme a  Ley  136  de  1994 y el  artículo 87  de  la  Ley 617  de  2000  (seguro  de
v¡da  para  los  alcaldes.  Los  a'caldes tendrán  derecho  durante  el  período  para  el  cual  han  s¡do
elegidos  a   un  seguro  de  v¡da.   Para  tal  efecto,  el  ConceJ'o  autor¡zará  al  Alcalde  para  que
contrate  con  una  compañía  de  seguros  lega'mente  autor¡zada  el  seguro_previsto  en  este
artículo);  omit¡endo que únicamente se autoriza  el  pago de seguros de v¡da  para  concejales,
alcaldes  y  personeros,  por  lo  cual  no  es  procedente  reconocer  este  benefic¡o  a  los  demás
empleados  de  la  adm¡nistrac¡ón  munic¡pal,  lo  cual  se  constituye  en  un  presunto  det:r¡mento

patr¡monial  en  la suma  de $16.922.053,oo

VALOR DEL
CONTRATO

COMPROBANTE
DE  EGRESO

VALOR POLIZA DE VIDA
FUNCIONARIOS

13ü2016 AL
13"2O17

ASEGURAmRA
SOIIDARIA  DE

COLOMBn

SEGURO  DE VIDA
EN  GRUPO

FUNC]ONARIOS

MuNICIPIO
CH APARRA L
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126  de 2O17 1l/04/17 97,O9O.O70
480-15- 13m2017 AL AsEGuRAmRA

SEGURO  DE VIDA
TRAB AJAm REsCIALES

79826  DEL O8-
4.200.OCO

99400000O374 l3m2018 soLIDARm  DECOLOMBIA
EN  GRUPO

OFIS¡NDICAL~S
06-2017

125 de 2018 23/O3/l8 9.345.700 22256972
13-04.2018 ALJ2-04-2O19 ALLmNz sEGuRosDEVIDAS.A.

VIDA GRUPO

EMPLEAmSPUBLICOSENPROVISIONALIOAYTRABAJADORESOFICIALES

83626  DEL  19.0€-2018
4.362.053

144 de 2019 UuO4N9 13.031.170
480-15- 12m2019 AL ASEGURAmRA

SEGURO  DE VIDA

EMPLEAtX)SPUBLICOSEN

87098 DEL l5-
5.000.000

994OOOOOO418 12m202O soLJDARm DEcoLoMBm
EN  GRUPO

P ROVI SIO NALI DAY~ADORESOF[C-
O5-2O19

TOTAL                     16.922.I]53

La  cuantía  del  daño  se  determ¡nó  en  $16.922.053.oo,  por  lci  suma  de  los  Comprobantes
de  Egresos  con  los  que se  pagaron  las  pólizas  adquiridas  para  los trabajadores  oficiales y
func¡onarios sindicaI¡zados en  los años  2016,  2017,  2018 y 2019,  que están  soportados en
los contratos  115 de 2016,126 de 2017,  125 de 2018   y  144 de 2019,

Respuééta de la ent!dad a la observacíón formulada por el equ¡po

No se acepta  la  observación  de carácter d¡scipl¡nar¡o y fiscal,  por cuanto  la Carta  Polít¡ca
respecto a  la  competenc¡a  para  regular elementos salariales y  prestacionales,  señala  que
de  conformidad  e/  l¡teral  e)  numeral  19  del  arti'culo  150,  corresponde  a/  Congreso  de  la
Repúbl¡ca,   «fijar  el   rég¡men  salar¡al  y  prestac¡onal  de  los  empleados  públicos,  de  los
miembros  de/   Congreso  Nac¡onal  y  la   Fuerza   Públ¡ca»;   así  m¡smo,  el   numeral   11  del
artículo  189,  señala  que  es  facultad  del  Pres¡dente  de  la  Repúbl¡ca  «ejercer  la  potestad
reg/amentaria,  med¡ante la expedic¡Ón  de los decretos,  resoluc¡ones y órdenes  necesar¡os
para la cumpl¡da ejecución de las /eyes.

De la  m¡sma  manera, en desarrollo del artículo  150,  numera/  19,  l¡terales e), se expidió la
Ley  4  de  1992,  mediante  la  cual  se  señalan  las  normas,  objet¡vos  y  criterios  que  debe
obseNar  el  Gobierno  Nac¡onal  para  la  fijac¡Ón  del  régimen  salar¡al  y  prestac¡onal  de  los
empleados públ¡cos, de los miembros del  Congreso Nacional y de la  Fuerza  Públ¡ca y para
la  fijac¡Ón  de  las  prestaciones  soc¡ales  de  los  Trabajadores  Oficiales  y  se  dictan  otras
d¡sposic¡ones.

Ahora  b¡en,  frente  a  las  mater¡as  de  negociac¡Ón  colect¡va,  el  Pecreto  1072  de  2015,
d¡spone:     "ARTICULO    2.2.2.4.4.     MATERIAS    DE     NEGOCIACIÓN.     Son     mater¡as    de
negociac¡Ón :

1.  Las cond¡c¡ones de empleo, y

2.    Las   relaciones   entre   las   ent¡dades   y   autor¡dades   públ¡cas   competentes   y   las
organ¡zac¡ones  sindicales  de  empleados  públ¡cos  para  la  concertac¡Ón  de  las  cond¡c¡ones
de empleo.

PARÁGRAFO 1.  No son objeto de negoc¡ación y están excluidas, las s¡guientes mater¡as:

1.   La  estructura  del   Estado  y  la  estructura  orgán¡ca  y  la  ¡nterna  de  sus  ent¡dades  y
organ¡smos.

2.  Las competencias de dirección, adm¡n¡strac¡Ón y fiscalizac¡Ón del  Estado.

3.   El   mér¡to  como  esencia  y  fundamento  de  las  carreras  espec¡ales  y  de  la  carrera
adm¡n¡strat¡va general y sistemas específicos;

4.  La atr¡buc¡ÓrJ d¡sc¡pl¡naria de las autoridades públ¡cas;

5.  La potestad subórdinante de la autor¡dad públ¡ca en la relac¡Ón legal y reglamentaria.

PARÁGRAFO  2.  En  materia  salarial  podrá  haber  negoc¡ac¡ón  y  concertac¡Ón,  consull:ando
las   posibilidades   fiscales   y   presupuestales;   sin   peúuicio   de   lo   anter¡or,   en   el   nivel
terr¡tor¡al, se respetarán  los límites que fije el  Gobierno Nacional.  En  mater¡a  prestac¡onal
las  entidades  no  tienen  facultad  de  negoc¡ar  y  concertar,  toda  vez  que  por  mandato
constitucio n a l a/   la   úriica   autor¡dad   com etente iara   re ular   la   mater¡a   es   el
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Pres¡dente de la Repúbl¡ca.
"De confiorm¡dad con la  normat¡va c¡tada,  los empleados públ¡cos pueden presentar pl¡ego

de  solic¡tudes  en  re/ac¡Ón  con  las  condiciones  del  empleo  excluyendo  la  negoc¡ación  de
elementos salariales y prestac¡onales  por cuanto,  d¡cha  regulación  rad¡ca  exclus¡vamente
en cabeza del Gobierno Nacional.

Sobre  la  pos¡b¡l¡dad  de  adqu¡r¡r  un  seguro  de  vida  co/ecI¡vo,  /a  Ley  100  d;  1993,  por  la
cual  se crea  el  s¡stema  de segur¡dad soc¡al  ¡ntegral  y se d¡ctan  otras d¡sdosic¡ones»  en  el
arti'culo  l,  ¡nc¡so 2,  prevé que el  s¡stema  de segur¡dad  sQcial  comprende  las obl¡gac¡ones
del   Estado  y  la   soc¡edad,   las  inst¡tuc¡ones  y  los   recursos  dest¡nados  a   garántizar  /a
cobertura     de    las    prestaciones    de    carácter    económ¡co,    de    salud    y    seN¡cios
complementar¡os,  mater¡a  de  esta  ley,  u  otras  que  se  ¡ncQrporen  normat¡vamente  en  e/
futu ro

En   concordancia  con  el   sustento  anter¡or  confiorme  al   ¡nforme  defin¡t¡vo  de  aud¡toría
modalidad   regular   ofic¡o   DCD-0589-201   5-100   del   13   de  jul¡o   cle   2015,   en   el   caso
admitieron que los trabajadores ofic¡ales estuv¡eran amparados por una  pÓ/¡za de seguros
de  vida  en-razón  a  la-convención  colect¡va  del  tradajo  de  '1993  y  áue--s;  -e;;J¿n£;a
vigente,  por  lo  tanto  se  cumpl¡Ó  la  acc¡Ón  de  mejora  y  se  determ¡nó  en  aquella  época
confo_rme al  requerim¡ento de la contraloría se cumpl¡Ó la acc¡Ón de mejora excluyendo de
la  póliza  a  los serv¡dores públ¡cos n.o sind¡cal¡zados y benefic¡ando so/o a  los trabajadores
ofic¡ales y serv¡dores púb/¡cos s¡nd¡cal¡zados amparados por /a convenc¡Ón colect¡va.

Por  lo  tanto,  la  ent¡dad  terr¡tor¡al  ha  actuado  conforme  a  las  recomendac¡ones  de  la
Contralori'a departamental, y se anexa a esta respuesta ¡nforme de /a contraloría.

Análisis de la respuesta de la en{idad a la-observación formulada port él éduipo auditor:

Por  lo  expuesto  por  la  Ent¡dad  en  su  respuesta,  se  reafirma  lo  evidenciado  por el  grupo
auditor,  ya   que  se  están   reconoc¡endo  seguros   que  están   por  fuera  -de   la   Ley,   una
convenc¡Ón  colectiva   de  trabajo  no   puede   reconocer  benefic¡os  a   los  traPajadores  en
contravía  de  la  Leg¡slac¡ón Colomb¡ana,

C;omo  biie!n  ro  sleír\zlha  d  pílr5gTElfo  2 `^En   mater¡a   sa/ar¡al   podrá   haber  negoc¡ac¡Ón   y
concertac¡Ón,  consultando  las  posib¡lidades  fiscales  y  presupuestales;  sin  perjuic¡o  de  /o
anter¡or,  en  el  n¡vel  territor¡al,  se  respetarán  los  lím¡tes  que fije el  Gobierno  Nac¡onal.  En
mmaíe£ianreséa£!9nal_la_s entidades  no  t¡enen  facultad  de  neciociar v concertar,  toda  vez
g!!£ngrmanda±9ic_o_n_stituc¡onal  v  leqal  la  ún¡ca  autor¡dad-comDétente  Dar;  reciular  la
mater¡a es el Presidente de la ReDúbl¡ca''.

No  resulta  viab'e  la  contratación  de  un  seguro  de  v¡da  por  parte  de  ent¡dades  del  orden
territor¡al,  ya  que  el  m¡smo  se  encuentra  contemplado  dentro  del  siStema  de  segur¡dad
social  en  pens¡ones y r¡esgos profes¡ona'es.

De  otro  lado  con  respecto  al  informe  defin¡t¡vo. de  la Aud¡toria  Regular realizada  en  el  año
2015, el  grupo aud¡tor descorioció  la  normat¡vidad  que ya  ex¡stía  para  la  época y por ende
no   se   pueden   adqu¡rir  seguros   de   vida   para   servidores   públ¡cos   s¡ndicalizados   y   no
sind¡ca'izados, exceptuando al Alcalde,  ConceJ'ales y Personero,  para  el caso  Municipal.

Ahora  bien  es  importante  aclarar  que  la  decisión  tomada  por  el  ente  de  control  para  el
año   2O15,   no  puede  ser  vinculante   para   el   criterio  que  se  t¡ene  actualmente  para   la
Contraloría   Departamental   del  Tolima,   puesto  que  no  es  v¡able  trasgred¡r  normas  de
apl¡cac¡ón  general  por  acuerdos  o  conceptos  p'asmados  en  la  convención  colect¡va  a  la
cual  hacen  referenc¡a.

Dado  lo  anter¡or  la  Contraloría  Departamental  no  acepta  la  respuesta  dada  por  la Alcaldi'a
Mun¡cipal y confirma  la observación en comento en todos sus aspectos.
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1

FUNDAMENTOS DE  LA VINCULACHON

A  través  del  Auto  No  O35  deI  O5  de  noviembre  de  2020,  se  ordenó  la  apertura  del
proceso   de   res^ponsabil¡dad   fiscal,   habiéndose   v¡nculado   como   presuntos   responsables
fiscales   a   los   siguientes   servidores   públ¡cos   para   la   época   de   los   hechos,   señores:
HUMBERTO   BUENAVENTURA   LASSO,    ident¡ficado   conl   la   C.C   No    5]886,577   de
Chaparral,   en   su   condición   de   Alcalde   Mun¡c¡pa'   ChaparraI;   y      EDWIN   LEONARDO
AVILES  GARCIA,  ¡dent¡ficado  con  la  C.C  No  1.032i380,889  de  Bogotá,  en  su  calidad  de
Secretar¡o   General   y  de   Gobierno   Mun¡c¡pio  de   Chaparral;  iy  como  tercero   c¡vilmente
responsable,  garante,  de conform¡dad  con  lo establecido en  ellartículo 44 de  la  Ley 610 de
2000,    a   la   compañía   de   seguros   ASEGURADORA   SOLIDARIA   DE   COLOMBIA,
d¡stinguida  con  el  NIT 860,524.654-6,  quien  el  día  O6  de  agosto  de  2018,  expidió  a  favor
del  mun¡c¡pio  de  Chaparral-Tolima,  la  pól¡za  seguro  manejo  sector ofic¡al  número  480-64-
994000000657,   con   vigencia   del   27-08-18   al   27-08-19,   amparando   allí  los   fallos   con
responsab¡lidad  y  por  un  monto  asegurado  de  $20.000.000.oo;  por  el  presunto  daño
patr¡monial.  ocasionado     al     munic¡p¡o     de     Chaparral-Tolima,     en     la     suma     de
$16.922.053.oo,  ten¡endo  en   cuenta   las   razones  allí  expuestas  y  a   quienes  se   les
not¡ficó y comun¡có deb¡damente el  refer¡do auto de apertura  (folios 9-19,  29,  85 y 82).

No obstante lo anterior, por no contar en su  momento conlla  informac¡ón  necesar¡a, se
omit¡ó v¡ncular en  el  auto  de  apertura  menc¡onado y como teLcero  civilmente  responsable
a   la   compañía   de   seguros   que   amparaba   la   gest¡ón   desarrollada   por   los   servidores
públ¡cos  del   municip¡o  de  Chaparral-Tolima,  para  las  vigenc¡as  2016,  2017,  2018  y  que
tenían  relación directa con  los hechos objeto de este proced¡m¡ento.

Sobre el  palticular,  habrá  de  tenerse  en  cuenta  que  en  eli proceso  de  responsabilidad
fiscal,  cuando  el  presunto  responsable,  el  bien  o el  contrato sobre el  cual  reca¡ga  e[  objeto
del   proceso,   se   encuentra   amparado   por   una   póliza,   se  v¡nculará   a   la   Compañía   de
Seguros  en  calidad  de  tercero  civilmente  responsable,  en  cuya  virt:ud  tendrá  los  mismos
derechos  y  facultades  del  impl¡cado.  La  v¡nculación  se  surtirá  mediant:e  la  comunicación
del  auto  de  apertura  del  proceso  al  representante  legal  o  al  apoderado  des¡gnado  por
éste,   con   la   ¡nd¡cac¡ón   del   mot¡vo  de   procedencia   de  aquella   (Artículo  44  Ley  610  de
2000)-

l

Así las cosas, teniendo en  cuenta  que en  el  aludido Aut:o  de Apertura fueron  ordenadas,
soI¡c¡tadas   y   allegadas   debidamente    al    proceso    copias    cle    las    pól¡zas    ¡ndicadas    a
cont¡nuac¡ón, tal  como se observa  en  la  comunicac¡ón env¡ada CDT-RS-2020-00005525 del
12 de  noviembre de 2020  (folio  26) y en  la  comunicac¡ón  rec¡bida  CDT-RE-2020-00004810
del O4 de dic¡embre de 2020 (folio 30), se procederá a su vinculac¡ón de la siguiente
manera:   Compañía   de   Seguros   ASEGURADORA   SOLIDARIA   DE   COLOMBIA,
d¡st¡ngu¡da  con  el  NIT 860.524,654-6,  clase  de  póliza  Seguro lManejo  Sector Ofic¡al  (folios
30,  39  al  64).                                                                                                             l

-PóI¡za  No.  480-64-994000000335, fecha  de expedic¡ón  27 deiadosto de 2015

Vigenc¡a:  27 de agosto de 2015 al  27 de agosto de 2016   -   Éxpedic¡ón
Amparo:  Fallos con  respónsab¡l¡dad fiscal
Valor Aseguradó:  $20.0001000.oo (fol¡o 39)

-Póliza  No. 480-64-994000000335, fecha de exped¡c¡ón  29 delagosto de 2016

Vigenc¡a:  27  de agosto de 2016 al  27 de agosto de 2017   -   Rénovación
Amparo:  Fallos con  responsabil¡dad fiscal
Valor Asegurado:  $20.000.000.oo (foI¡o 40)

-Pól¡za  No.  480-64-99400OOOO335, fecha  de exped¡ción  17 deiagosto de 2017

Vigenc¡a:  27 de agosto de 2017 al 27 de agosto de 2018   -   Renovación
Amparo:  Fallos con  reSponsabilidad fiscal
Valor Asegurado:  $20.000.000.oo (folio 46)
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Frente   al   caso   particular   del   tercero   civilmente   responsable,   es   necesario   hacer   las
s¡guientes  precisiones:  La  póliza  ampara  de  manera  general,  Ias  operaciones  que  lleve  a
cabo  el  asegurado  en  el  desarro'lo  de  las  actividades  que  le  son  inherentes  en  el  g¡ro
normal  de  sus  negocios,    Para  las entidades  oficiales,  ampara  a  los  organismos  contra  los
riesgos que  impliquen  menoscabo de fondos y bienes,  cauSados  por sus empleados  en  el
ejercic¡o  de  los  cargos  amparados,   por  actos  que  se  tipifiquen  como  delitos  contra   la
adm¡n¡stración  púbica  o  fállos  con  responsab¡l¡dad  fiscal,  siempre  y  cuando  el  hecho  sea
cometido dentro de la v¡gencia de la  respectiva  pó'¡za.

En  este sentido,  la  Corte Suprema  de Justic¡a,  hiediante sentencia  de  la  Sala  de Casación
Civil,  de fécha  24 de julio  de  2006,  exp.  00191,  expresÓ:    "# Íñgum c/e maneJ-o, po, sw
parte, tamb¡én fue creado por la  precitada  Ley 225 de  1938,  que en su  artículo 2O señala
que aquel t¡ene por ob_ieto garant¡zar el correcto  mane_io de fondos o valores de cualqu¡er
clase ciue se confíen a los emDleados Dúblicos o a los iJart¡culares, a favor de las ent¡dades
o personas ante las cuales sean responsables (...).

En v¡rtud de este seguro-mejor aún modalidad aseguraticia -, se br¡nda cobertura de cara
al  r¡esgo  de  apropiac¡Ón  o  dest¡nac¡Ón  ¡ndebida  de  dineros  o  b¡enes  entregados  a  una
persona,  a  título  no tras/at¡c¡o  de domin¡o,  dest¡no  que  ésta,  per se,  no  puede var¡ar,  ad
l¡b¡tum;  vale  decir,  por  su  prop¡a  y  mera  vo/untad,  razón  por  la  cual  en  esta  clase  de
seguro,    la   obligac¡Ón   ¡ndemnizator¡a   del   asegurador   aflora   con   ocasión   del   uso   o
aDroD¡ac¡Ón  indeb¡da  de  las  esDec¡es  monetarias  o  b¡enes  Dor  parte  de  aquélla,  /o  cua/,
claro está, debe ser demostrado sufic¡entemente.

El  r¡esgo  que  f¡guradamente  se  traslada  al  asegurador  en  esta  c/ase  de  seguro  y  que
del¡mita   por  ende  su   responsab¡l¡dad  firente  a/   benef¡c¡ar¡o  (art.   1056  C,Co),   no  es   la
sat¡sfacc¡ón  de obl¡gac¡ones que em?nan  de un  determ¡nado negoc¡o juri'dico o de la  ley -
como ácontece en-el seguro-de curiplim¡ento-, 's¡no el de infidelidad de la  persona a qu!en
se  han  confiado  las  sumas  de  d¡nero  o valores,  ¡nfidel¡dad  que  puede tener su  or¡gen  en
uno de estos actos;  el  desfalco,  el  robo,  el  hurto,  /a  fals¡ficac¡Ón y el  abuso de confianza,
AcÍ¡as /níer,cy'ona/ff,  c/o/cüos1   (subrayado fuera del texto original)

Con   base   en   lo   dicho,   para   que   una   pérdida   sufrida   por   el   asegurado   genere   una
obl¡gac¡ón  ¡ndemn¡zatoria  a  cargo  de  la  aseguradora  (es  decir,  que  sea  considerada  como
s¡niestro),  se  requ¡ere  un  acto  o  infracción  cometido  por el  servidor  público v¡nculado  a  la
administrac¡ón  municiipal,  que  debe  presentarse  durante  la  v¡genc¡a  de  la  póliza,  hecho
que  presuntamente  acontec¡ó  para  el  citado  caso,  dado  que  el  señor Alcalc!e  de  la  época
Humberto  Buenaventura  Lasso  y  el  señor  Secretario  General  y  de  Gob¡emó` de  la  época
Edw¡n  Leonardo  Av¡lés  García,  resu'tan' amparados  por  d¡cha  póliza  y  fueron  en  princ¡pio
negl¡gentes  en  el  ejercicio  de  sus  func¡ones,  En  'a  práctica,  es  la  entidad  pública  la  que
toma   esta   pól¡za   para   proteger   su   patrimonio   por   las   pérd¡das   producidas   por   sus
empleados.      Las   pólizas   utilizadas   en   el   mercado   cubren   tanto   'a   comis¡ón   de   actos

_del¡ctuosos  por  parte  de  los  empleados  como  los  alcances  y  fállos  de   responsab¡I¡dad
fiscal.

De  otl'o  lado,  ha  de  decirse  que  el  menc¡onado  auto  de  apertura  de  ¡nvestigac¡ón  fue
notificado  y  comun¡cado  debidamente  a  los  presuntos  responsables fiscales  HUMBERTO
BUENAVENTURA LASSO (folios 81 y 82),  EDWIN  LÉONARDO AVILES GARCIA (fólio
85),  y  a  la  compañía  de  seguros  ASEGURADORA  SOLIDARIA  DE  COLOMBIA  (fol¡os
28  y  29).   Una  vez  enterados  de  la  dec¡sión  de  apertura   referida,  se  adv¡erte  que
mediante Auto  deI  30  de  noviembre  de  2021,  se  le  reconoc¡Ó  personenra jurídica  al  doctor
JORGE MARIO CALDERóNSUAZA, identmcado con  la C.C No  1.110.499.187 de lbagué
y  T.P  No  231.788  del  C.S  de  la  J,  para  actuar  como  apoderado  de  confianza  del  señor
HUMBERTO   BUENAVENTURA   LASSO,   confóme   al   poder   rec¡b¡do   (fól¡os   101-103);   así
mismo,   en   la   dil¡gencia   de  vers¡ón   l¡bre   y  espontánea   rendida   por  el   señor   EDWIN
LEONARDO  AVILES  GARCIA,  el  día  24  de  fébrero  de  2021,  se  le  reconoció  personería
juríd¡ca  al  doct:or  LEONEL OROZCO  OCAMPO,  ¡dentificado  con  la  C.C  No  10.277.963  de
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Manizales  y T.P  No  96.044  del  C.S  de  la  J,  para  actuar  como  su  apoderado  de  confianza

(fol¡o  92).  Con -relación  al  tercero  c¡v¡lmente  responSable,  garante,  a  pesar de conocer del
t:rám¡te adelantado no se ha pronunciado sobre los hechos objeto de estud¡o.

Ahora  bien,  en  la  vers¡ón  libre  y  espontánea.rendida  por  él  señor  EDWIN  LEONARDO
AVILES   GARCIA   (fol¡os   91-92),   adeniás   de   exponer   los   argumentos   de   defensa   que
cons¡dera  pert¡nentes frente  a  los  hechos  descr¡tos.en  eI  Auto  de Apertura,  sostiene  que
no actuó como Superv¡sor en todos los contratos de Seguro de V¡da en Grupo refer¡dos en
el  hallazgo;  y en  ese  sent¡do,  hecha  una  nueva  rev¡s¡Ón  se  encuentra:  En  la icontratac¡ón
deI  Seguro  de  Vida  en  GrupÓ-PÓl¡za  No  480-15-994000000310(solidar¡a),  según  Contrato
115  del  12 d`é abril  de 2016,  por valor de $3.360.000.oo,  Para  dicho  periodo  no ostentaba
la  calidad  de  Secretar¡o  General  y  de  Gobierno  de  Chaparral,   ni  part¡c¡pó  en  la  aludida
cont:ratac¡ón   como   Supervisor   del   refer¡do   contráto,   observándose   que   el   Supervisor
des¡gnado  fue  el  señor Wilson  Euseb¡o Varón Torres,  Almacenista  Mun¡c¡pal,  En  cuanto  al
contrato   126   del   11   de   abr¡l   de   2Ó17,   Seguro   de   V¡da   en   Grupo-Pól¡za   No  480-15-
994000000374(Sol¡dar¡a),   por  valor  de  $4.200.000.oo,   el   señor  Edw¡n   Leonardo  Avilés
García,   compart¡Ó   la   Supervisión   con   el   señor  Federmán   Campos  Garzón,  Almacenista
Mun¡cipal.  En  el  contrato  125  deI  23  de  marzo  de  2018,  Seguro  de Vida  en  Grupo-Póliza
No   22256972(All¡anz),   por  valor   de   $4.362.053.oo,   se   encuentra   que   sí  actuó   como
Superv¡sor Des¡gnado y además estaba  al frente de  la.'ofic¡na ejecutora  de  los  mismos; -Y
en  el  Seguro  de Vida  en  Grupo-Póliza  No 480-15-99400000O418(sol¡daria),  según  contrato
144 del  O2  de  abril  de  2019,  por valor de  $5.000.000.oo,  la  Supervisor aparece  a  nombre
del  señor  Fedeímán  Campos  Garzón.  Valga  decir entonces,  serán  los  supervisores  de
los  c¡tados  contratos  Seguro  de  Vida  en  Grupo  (115  de  2016,`  126  de  2O17-supervisión
compart¡da y 144 de 2019), quienes también deberán ser v¡nculados a este proced¡miento,
garant¡zándoles el  deb¡do proceso y derecho a  la  defensa y quienes expll'carán entonces la
labor desarrollada frente a  las objec¡Ónes planteadas en el citado hallazgo.

En el  presente caso, tal y como se expuso en  el Auto  de Apertura de lnvest¡gación  No
O35  deI  O5  de  noviembre  de  2020,  el  reproche  fiscal  cuestionado;  es  dec¡r,  el  presunto
daño  patr¡monial  causado  al  municipio  de  Chaparral-Tolima,'  obedece  a  que  durante  las
v¡gencias  2016,  2017,  2018  y  2Ó19,  la  admin¡stración  munic¡pal,  autor¡zó  el  pago  de  un
seguro  de  v¡da  a  favor  de  unos  serv¡dores  públ¡cos  del   refer¡do  Mun¡c¡pio,  entre  ellos,
fuhc¡onarios  en  próvis¡onalidad,  sindicalizadós  y  trabajadores  ofic¡ales, `desatend¡endo  las

prev¡s¡ones  de  orden  le`gal  que  prohíben  este  t¡po  de  erogac¡ones;  señalándose  también,
cónforme  al   hallazgo  número  24  del   18  de  Agosto  de  2020,  que  la  Alcaldía  Mun¡c¡pal,
canceló.   por   d¡cho   concepto   a    la   Aseguradora    Sol¡dar¡a  lde   Colombia,    Ia    suma    de

$12.56Ó.0Ó0|oo    y    a    la    Aseguradora    All¡anz    Seguros    de"  Vida    SIA,    el    valor    de    $
4,362.053.oo,  según  contratos  115  de  2016,  126  de  2017,  125  de  2018  y  144  de  2O19;
estó  es,  cónt:raviniendo  los  artículos  68  y  177  de  la  ley  136  de  1994 y el  arti'culo  87  de  la
Ley 617 de 2ó00;  causándóse un  detrimento en general  por la suma de $16.922.053.oo.

l

La   s¡tuaCiórl   expuesta   en   el   hallazgo,   sug¡ere   el   adelantamiento   de   un   proceso   de
responsabilidad_f¡scal  para  establecer  s¡  los  servidores  públ¡cos  que  resultan  involucrados-
en  el  pagó  de  un  seguró  de vida  durante  las vigencias  2016,  2017,  2018 y 2019,  a  favor
de   unos   serv¡dores   del    muhicipio   de   Chaparral-Tolima,   entre   ellos,   func¡onarios   en
provisional¡dad,  s¡ndicalizados  y  trabajaclores  ófic¡ales  sindicalizadós,   ¡ncurr¡eron  en   una
conducta  omisiva  y  una  gestión  fiscal  ant¡económica  en  contravía  con  lo  establec¡do  en  el
artículo  3  de  la  Ley  610  dé  2000,  que  establece:    Arí,;ct,/oljO,  "Ge5í,-o+n  #5ca/,  PaHa  /os
efecto:  de -la  presente  ley,  se  entiende  por  gest¡Ón  fiscal  el  conjunto  de  act¡v¡dades
económicas, juri'dicas y tecnológicas, que real¡zan  los servidores públicos y las personas de
derecho  pr¡vado  que  riianejer,  o  adm¡n¡stren  recursos  o  fondos  públ¡cos,  tend¡entes  a  la
adec.uada_.y   correcta   ?dqu¡s¡c¡Ón,   planéac¡Ón,  _conservac¡Ón,   'adm¡nistrac¡Ón,   custod¡a,
e_xp/otac¡Ó_n,   enajengc¡Ón,   corisumo,   adjud¡cación,   gasto,   ¡nvers¡Ón  y  d¡spos¡C¡Ón   de   lóS
bienes  públ¡cos,  así como  a  la  recaudación,  manejo  e  ¡nvers¡Ón  de sus  róntas  en  c,rden  a
cump/¡r   los   fines   esent:ia/es   del   Estado,   cón   sujeción   a   los   princ¡p¡os   de   legal¡dad,
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efic¡encia,  Economía,  eficac¡a,  equidad,  ¡mparc¡al¡dad,  moral¡dad, transparenc¡a,  publ¡c¡dad
y valorac¡Ón de los costos amb¡entales''.

De otro lado,  habrá de tenerse en  cuenta tamb¡én  lo sigu¡ente:  Los artículos 68 y  177 de
la  ley  136  de  1994  y  e'  ariículo  87  de  la  Ley  617  de  2000,  establecen:     "AR77JCt/[O  6g,
SEGUROS  DE VIDA Y DE SALUD.   Los concejales tendrán derecho durante el  período para
el  cual  han  s¡do  eleg¡dos,  a  un  seguro  de  v¡da  equ¡valente  a  veinte  veces  del  salario
mensual  vigente  para  e/  alcalde,  así  como  a  la  atenc¡Ón  médico-as¡stenc¡al  a  que  tiene
derecho el  respect¡vo alcalde.   Para estos efectos,  los concejos autor¡zarán a/  alcalde  para
que  se  contrate  con  cualqu¡er  compañi'a  de  seguros  legalmente  autorizada,  el  seguro
prev¡sto en este artículo.   SÓlo los concejales, que concurran ord¡nar¡amente a las sesiones
de  la  corporac¡Ón, t¡enen  derecho al  reconoc¡m¡ento de  un  seguro de v¡da y de as¡stencia
méd¡ca,  en  los ,m¡smos  térm¡nos  autorizados  para  los  servidores  púb/¡cos  de/  respect¡vo
mun¡c¡pio  o  distr¡to.  La  ausencia  en  cada  período  mensual  de ses¡ones a -por lo  menos  la
tercera parte de ellas, excluirá de los derechos de hoporar¡os y seguro de v¡da y as¡stenc¡a
médica  por el  resto  del  peri'odo  const¡tucional.  PARÁGRAFO.  El  ¡ago  de  la  prímas  por  los
seguros estará a cargo del respectivo mun¡c¡p¡o''.

l`ARTÍCULO  177.  SALARIOS,  PRESTACIONES  Y  SEGUROS.    Los  salar¡os  y  prestac¡ones  de

los  personeros,  como empleados de los  munic¡p¡os, se pagarán  con  cargo alpresupuesto
del   mun¡cip¡o.   La  asignación  mensual  de  los  personeros, será  ¡gual  al   c¡en   por  c¡ento
(100%)  Jel  salario  ;ensual  aprobado  por  el 'Concej¿  ;á;á-él  á/¿áldé.   -¡os '-rirs;;;;;s
tendrán  derecho  a  un  seguro  por  muerte  v¡olenta,  el  cual  debe  Ser  contratado  por  el
alcalde respect¡vo''.

"ARTICULO  87.   SEGURO  DE  VIDA  PARA  LOS  ALCALDES.  Los  alcaldes  tendrán  derecho

durante el  período  para  el  cual  han  sido  elegidos a  un  seguro de vida.  Para  tal  efiecto,  e/
Concejo autor¡zará al alcalde para que contrate con  una compañía de seguros legalmente
autorizada  e/  seguro  prev¡sto  en  este  arti'culo,    E/  pago  de  las  primas  estará  a  cargo  de/
Mun¡cip¡o o  D¡str¡to".

Sobre    el     particular,    como    antecedente     adm¡nistrativo    fiscal     (no     precedente
jurisprudenc¡aD,  se  adv¡erte  que  la  Contraloría  General  de  Antioquia,  mediante  AUTO  No.
066  POR  MEDIO  DEL  CUAL  SE  DICTA  FALLO  CON  Y  SIN  RESPONSABILIDAD  FISCAL  EN
PRF  O6`8-2009  -  CAICEDO-ANTIOQUIA /  Medellín,  4  de  octubre  de  2013,-en  uno  de  sus
eip3irifss sieFrr2tho-`  "(...,.)  Se observó que  la  ent¡dad  cance/Ó a  la  Prev¡sora  S.A.  /a  suma  de  $
6'913.193   por  concepto  de   pól¡za   de  seguros  de  v¡da   de   los  serv¡dores   mun¡c¡pales,
contrav¡niendo los Artículos 68 y 177 de la  ley  136 de  1994 y el  artículo 87 de la  Ley 617
de 2000, acerca de que únicamente autor¡zan el pago de seguros de vida para concejales,
alcaldes y personeros,  por lo cual  nó  es  procedente  reconocer este benef¡c¡o a  /os demás
empleados de la adm¡n¡strac¡Ón municipal, lo cual se const¡tuye en un presunto detrimento
patrimon¡al.  (......) E/ daño patr¡mon¡al es ev¡dente, la conducta de los hoy llamados a este
proceso obedec¡Ó al  precepto subjet¡vo de la cu/pa grave, de la forma que se detal/a  en el
artículo   63   del   CÓd¡go   Civ¡l,   porque   los   recursos   de   la   admin¡stración_ pública   son
efiectivamente  un   ne-goc¡o  ajeno,  y  la  dec¡s¡Ón  adoptada   mermó  eh   una`suma   l¡qu¡da
determ¡nada,   el   erar¡o   mun¡cipal  y  ex¡ste  un   nexo  de  causal¡dad   entre  el   daño  y  /a
conducta, a través de un elementó de engrane que resulta ser /a capacidad como gestores
fiscales  que  generan  el  daño,  en  concordanc¡a  lo  establecen  los  artícu/os  3  y  6  de  la  ley
610 de 2000.  ('...)"

De  igual  fórma,  se tiene  que el  CONSEJO  DE  ESTADO-SALA  DE  CONSULTA Y SERVICIO
CIVIL  -  Consejero  Ponente:   EDGAR  GONZÁLEZ  LÓPEZ  -  Bogotá  D.C.,  ve¡nt¡s¡ete  (27)  de
noviembre   de   dos   mil    diecisiete   (2017)   /   Rad.    No.:    11001-03-06-000-2017Ú0096-
00(2344),  sostuvo.  Concepto Sala  de Consulta  C.E.  00096 de 2O17:

SERVIDORES    PÚBLICOS   -   Sujeción    al    princ¡p¡o    de    legalidad    /    SEG.URO    DE    VIDA
COLEnIVO  EN  FAVOR DE  EMPLEADOS  DEL MINISTERIO  DE TRANSPORTE - Inexistencia
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de   norma   legal   que   lo  aut:or¡ce.        El   amparo  del   r¡esgo  de   muert:e  de   los  serv¡dores

públicos  otorgado  por  los  artículos  34 y  35  del  Decreto  Ley  3135  de  1968,  fue  derogado
de  manera  expresa y quedó a  cargo del  S¡stema de Segur¡dadiHSocial  lntegral  creado  por la
Ley  100  de   1993,  de  manera  que  no  resulta  viable  jurídicamehte  que  el   M¡nisterio  de
Transporte  adqu¡era  un  seguro  de vida  colect¡vo  para  amparar a  sus servidores  públicos,
dado que  no ex¡ste una  norma que lo autor¡ce expresamente a efectuar la contratac¡ón de
d¡cho  seguro  como  un  benefic¡o  ad¡cional  a  las  prestac¡ones  cub¡ertas  por  la  menc¡onada
Ley   100.   EI   Min¡st:er¡o   de  Transporte   neCesitaría   una   norma   legal   que   le   confir¡era   la
facultad  para  adqu¡rir  tal  seguro.  Al  no  exist¡r  una  norma  hab¡litante  en  ese  sent¡do,  es
claro  que  eI  Minister¡o  no  lo  puede  hacer,  so  pena  de  infr¡ng¡r el  pr¡ncip¡o  de  legalidad  de
las actuaciones  admin¡strativas,  según  el  cual  los servidores  públicos  deben  basar s¡empre
sus actuaciones adm¡n¡strativas en  normas juríd¡cas que les perm¡tan  realizarlas.

SEGURO  DE  VIDA  COLECTIVO  EN  FAVOR  DE  EMPLEÁDOS  =  Derogatoria.    El  artícLllo  289
deI  CÓd¡go  Sustantivo  del Trabajo  se  apl¡caba  a  los trabajadores  part¡culares y se  observa
que  la  consulta  se  d¡rige  a  plantear s¡  es  procedente  o  no  que  el  M¡nister¡o  de Transporte
contrate  una  pÓ'iza  de  seguro  de  v¡da  cólectivo  en  favor  de  los  servidores  públicos  del
M¡n¡sterio y sus  familias.  En  Consecuencia,  es  prec¡so  referirse  a  lá  normat¡vidad  aplicable
a  los  servidores  públicos,  la  cual  se establecía  en  el  Decreto  Ley 3135 de  1968.  En  efecto,
el  Decreto  Ley r3135  de  1968,  ``Por  el  cual  se  Prevé  la  ¡ntegrac¡ón  de  la  segur¡dad  soc¡al
entre  el  sector  público  y  el  privado y  se  regula  el  régimen  prestacional  de  los  empleados
públicos y trabajadores ofic¡ales",  estableci'a  en  los  art:ículos  34 y 35  el  seguro  por  muerte
para  d¡chos serv¡dores.  (...)  Los  c¡tados  artículos  34 y  35  fuerón  derogados  expresamente
por el  artículo 98 del  DecretÓ  Ley  1295  de  1994, ``Por el  cual  se determina  la  organizac¡ón
y  administrac¡ón  del  S¡stema  General  de  R¡esgos  Profes¡onales'J.  En  consecuenc¡a,  en  eI
caso  de  lós  serv¡dores  públicos,  estas  normas  referentes  al  seguro  por  muerte  fueron
derogadas   de   manera   exprésa,   no  tác¡ta   como   suced¡ó   con   la   norma   aplicable   a   los
trabajadores   part¡culares,   cóhforme   lo   expl¡caron   la   Corte   CÓnstituc¡onal   y   la   Corte
Suprema  de  Just¡c¡a  en  las  alud¡das  sentenc¡as.  S¡n  embargo,  el  riesgo  de  muerte,  como
tamb¡én  lo  expresaron  las  menC¡onadas  Cortes,  fue  asumido  por  el  Sistema  de  Segur¡dad
Social   lntegral   establec¡do   por   la   Ley   100   de   1993   y   por   cons¡gu¡ente,   al   estar   los
servidores    públicos    afil¡ados    a    dicho    Sistema    se    encuentran    amparados    por    las
prestac¡ones  de  este.  (,..)  La  Sala  observa  que  el  denominado  ``seguro  de v¡da  colect:¡vo"
que cubría el  r¡esgo de muerte para los trabajadores particulares (derogado tácitamente) y
el    llamado   ``seguro    por    muerte"   que    cubría    a    los    serv¡dores    públicos    (derogado
expresamente),  en  la  actual¡dad  se  encuentran  comprendidos dentro  de  la  regulación  del
S¡stema  de Seguridad  Soc¡al  lntegraII  Uno de los derechos der¡vados de la seguridad  soc¡al
es  el  derecho  a  la  pensióh  que  permite  al  trabajador  que  se  ha  ret¡rado  de  la  act¡v¡dad
laborál,  manterier ciertos  ¡ngresós  para  su  sustento  y  el  de  su  fam¡lia,  una  vez  cumpl¡dos
los  requisitos  establecidos  por  el  ordenamiento  legal.  El  derecho  a  la  pensión  tiene  como
final¡dad  garant¡zar  la  vida  digha  de  quienes  han  puesto  al  servic¡Ó  de  la  soc¡edad  o  del
Estado su fuerza  de trabajó y cot¡zado en  los térm¡nos exigidos por la  ley.  Conforme se ha
¡ndicado,   el   riesgo  de  muerte  de  los  trabajadores  colombiahos  se  cubre  a   part¡r  de  la-
expedicióh de la  Ley 100 de  1993, a través de la pensión de sóbrev¡v¡entes que sust¡tuyó a
la    prestación    soc¡al    denominada   ``seguro    de   v¡da    colect¡vo"   para    los   trabajadores
part¡culare§  y  ``seguro  por  muerte"  para   los  serv¡dores  públicós|   (...)   En  el  caso  de  la
présente  consulta,  puede  destacarse  que  el  r¡esgo  de  muerte  se  cubre  en  favór  de  las
personas  que  dependían  económ¡camente  del  trabajador  párt¡cular o  del  servidor  público,
Pues estas sustituyen  a  la  persona  que d¡sfrutaba  de  la  pensión  o que teniJa  derecho  a  su
reconóc¡m¡ento.   La   pénsión   de  sobrevMehtes  se   causa   por  el   fallecim¡ento   de  órigen
común  o  natural,  dé  qu¡en  eS  activo  económicamehte  y  se  encuentra  afil¡ado  al  Sistema
General  de  Pens¡ones  o  ya  se  encuentra  pens¡onado  por vejez  o  invalidez,  y tiene  corio
finaI¡dad  apoyar ecohómicamente  a  su  grupo  familiar.  (...)  Aunado  a  lo  anter¡or,  el  r¡esgo
de   muerte   también   está   cub¡erto   por   la   indemn¡zac¡ón   sustitutiva   y  la   devolución   de
saldÓS,  cónsagradas  en  la  Ley  100  de  1993.  En  efecto,  de  nól cónfigurarse  las  s¡tuaciones
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establecidas  para  el  reconoc¡m¡ento  de  la  pens¡ón  de  sobrevMentes  tanto  en  el  rég¡men
solidario  de  prima  med¡a  con  prestac¡ón  definida  -artículos  46  a  48  ¡bi'dem-  como  en  el
régimen  de  ahprro  indiv¡dual  con  solidar¡dad  -artl'culos  73  a  77  ¡bídem-,  se` contempla  el
derecho  en  el  pr¡mero,  de  ótorgam¡ento  de  la  indemnizac¡ón  sust¡tutiva  de  la  pens¡ón  de
sobrevivientes y en  el  segundo,  de  la  devoluc¡ón  de  saldos,  en  los térm¡nos  consagrados
en  los artículos 49 y 78, respect¡vamente, de la  Ley 100 de  1993 '

PRINCIPIO   DE   LEGALIDAD   DEL  GASTO  Y  GASTOS  DE   FUNCIONAMIENTO.   EI
princ¡p¡o   de   legaI¡dad  del   gasto  cons¡ste  fundamentalmente  en   que   no   puede   hacerse
ningún  gasto  públ¡co  que  no  haya  sido  decretado  previamente  por el  Congreso  mediante
ley,  por las Asambleas departamentales  mediante Ordenanza  o por los Concejos distr¡tales
o  munic¡pales  med¡ante'Acuerdo, y solo  hast:a  el  monto  máximo  autorizado.  Este  pr¡ncip¡o
constituc¡onal  se deriva de  lo dispuesto en  los artículos  150 numeral  11,  345, 346 y 347 de
la Carta y se encuentra desarrollado én el  artículo 38, y normas concordantes, del  Decreto
111  de  1996,  Estatuto  Orgánico  del  Presupuesto.  Este  artículo se  refiere  a  las fuentes  de
los   gastos   que   pueden   ¡ncorporarse   en.   la   ``Ley   de   Apropiaciones"   (lo   que   se   ha
denom¡nado   tamb¡én   ``títulos   presupuestalesJ,.   (...)   En   la   consulta   se   pregunta   s¡   la
contratac¡ón  del  seguro de v¡da  co'ect¡vo  podría  hacerse  a  través  de  los  llamados ``gastos
de  funcionamiento'',  pero  se  observa  claramente  que  si  no  ex¡ste  la  facultad  legal  para
decretar dicha erogac¡ón  no se puede afectar el  rubro de tales gastos,  pues ello iría  contra
el  principio  de  la  legal¡dad  del  gasto,  conforme  ha  quedado  expuesto|  Así se  ¡nvoque  que
se  trata  de  una  ``protección  especiaI"  dentro  de  los  programas  de  bienestar  social  del
organismo,  ello  no  habilita  aI  Minister¡o  para  contratar un  seguro de vida  colect¡vo  para  los
serv¡dores   públicos   y   sus   fam¡liaS,   bor   cuanto   d¡chos   programas   no   comprenden   la
contratac¡Ón  de  tal  clase  de  seguro  y  rio  pueden  suplir  'as  coberturas  prestacionales  del
régimen  general  de  pens¡ones y  del  régimen  general  de  r¡esgos  laborales,Lotorgadas  por
los fondos de pensiones y las adm¡nistra'doras de r¡esgos laborales, respectivamente, entre
otras   entidades.   (...)   Al   no   estar   as¡gnada   al   Ministerio   de  Transporte   la   función   de
contratar  un  seguro  de v¡da  colect¡vo  en  favor  de  sus  empleados  públicos y  sus  fam¡'ias,
mal  podría  este  hacerlo a  través de  'os gastos de func¡onamiento,  por cuanto  actuari'a  en
contrad¡cción   con   'a   def¡nición   c¡tada   y  v¡olaría   el   pr¡nc¡p¡o   de   legal¡dad   del   gasto.   En
conc'us¡ón,  no  es v¡able jurl'dicamente  que  el  Min¡ster¡o  de Transporte  contrate  el  refer¡do
seguro con cargo a  la part¡da presupuestal de gastos de func¡onamiento.

PROGluMAS  DE  BIENESTAR  §OCIAL  EN  ENTIDADES  PÚBLICAS  -  No  puede
incluir la contratación,de un seguro de vida colectivo.   [Se] ¡nquiere si es viable que
el  Ministerio  de Transporte adqu¡era  un  seguro  de v¡da  colectivo  como  pro±ecc¡ón  espec¡al
a  través  de  dichos  programas,  En  primer  lugar,  se  debe  observar que  la  contratac¡ón  de
tal  seguro  significarIÍa  la  creac¡ón  de  un  benefic¡o  ad¡cional  a  las  prestaciones  soc¡ales  por
el  r¡esgo de  muerte, establecidas por e'  Sistema  de Seguridad Soc¡al lntegral  de la  Ley 100
de   1993,.conforme  quedó  explicado,  y  tal  ¿onducta  se  encuentra   prohib¡da  en  forma
tajante,  por el  artículo  19  de  la  Ley  1815  de  2016  referente  al  Presupuesto  General  de  la
Nac¡ón  para  el  presente  año  2017.  En  efecto,  dicho  artículo  de  la  normativa  presupuestal
actual   prohíbe   que   los   programas   de   bienestar  soc¡al   de   'as  entidades   públicas   sean
ut¡l¡zados   para   crear   o   ¡ncrementar   ¡ngresos   laborales,   entre   otros,   las   prestaciones
sociales,   de   los   serv¡dores   públicos.   D¡spone   lo   sigu¡ente:   ``Artículo   19,   Los   recursos
dest¡nados  a  programas  de  capacitación  y  bienestar  social  no  pueden  tener  por  objeto
crear  o  ¡ncrementar  salar¡os,  bonificac¡ones,  sobresueldos,  primas,  prestaciones  soc¡ales,
remunerac¡ones   extralegales   o   estímulos   pecuniarios   ocasionales   que   la   ley   no   haya
establecido   para   los   serv¡dores   púb'icos,   ni   servir  para   otorgar   benefic¡os   directos   en
d¡nero  o  en  espec¡e.  (.")'Í  En  consecuenc¡a,  sé  advierte  que  los  programaS`de  bienestar
social  del  Min¡sterio  de Transporte  no  pueden  crear  la  prestación  social  de  un  seguro  de
v¡da   colect¡vo,   pues  además  de  no   ex¡st¡r  una   norma   legal   que  autorice   o   habil¡te  al
organ¡smo  para  crearla,  se  encuentra  antes  bien,  una  prohib¡ción  para  su  creac¡Ón,  en  la
c¡tada    norma    presupuestal.    Ahora    bien,    los    programas   de    b¡enestar   social    están
contemp'ados  dentro  de  la  normativa  legal  de'  s¡stema  de  esti'mulos  para  los  servidores
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públicosi  (...)  Por su  parte, el  artículo 20 del  m¡smo decreto ley d¡spone cómo se organizan
los  programas de b¡enestar soc¡al y cuáles son sus or¡entac¡ones generales que se refieren
fundamentalmente  a  favorecer  el  desarrollo  ¡ntegral  del  empleado,  mejorar  su  nivel  de
vida  y el  de  su  fam¡lia y elevar su  ¡dent¡ficac¡ón  con  el  servi,c¡o que  presta  la  ent¡dad,  pero
eri  ningún   momento  se  alude  al  otorgamiento  de  seguros.   (...)   El  artículo  2.2.10,3  del
Decreto  1083  de  2015  es  categór¡co  en  disponer  qu§  los  programas  de  bienesta.r  soc¡al
dest¡nados  a   la   protección  y  serv¡c¡os  sociales,   no   puedeh isuplir  las  responsab¡l¡dades
legales de  los fondos de  pens¡ones y las administradoras de  riesgós  laborales,  entre otras
ent¡dades,-der-manera   que   no   se   puede   establecer` a   través  de  dichos   programas,   la
contratac¡ón  por  parte  de  una  entidad  públ¡ca  de  un  seguro  de  vida  que  cubra  a  sus
servidores   públicos,   pues  tal   r¡esgo  se   encuentra   asumido i por  el   S¡stema   General   de
Pens¡ones  y   el   Sistema   General   de   R¡esgos   Laborales,   dei  acuerdo   con   lo   expl¡cado.
FUENTE   FORMAL:  DECRETO   ,1567   DE   1998   /   DECRETO   1083   DE   2015   -  -ARTICULO
2.2.10.3                                                                                                                                     l

La  ausencia  actual  de  uh  mecan¡smo  jurídico  para  contratar  el  menc¡onado
seguro de v-ida  colectivo.    La  consulta  formula  la  tercera  pregunta,  ante  el  evento  de
las  dos  primeras  respuestas  negat¡vas,  referente  a  cuál  sería  el  mecan¡smo juríd¡co  para
que  eI  M¡n¡ster¡o  de Transporte  contratara  el  referido  seguro  de vida  colectivo y  bajo  cuál
rubro  presupuestal. Al  resPecto,  la  respuesta  es clara  en el  sent¡do de que en  la  actual¡dad
no  ex¡ste  un`mecan¡smo j+uríd¡co  por  ausencia  de  una  norma  legal  hab¡litante,  lo  cual  se
explica  por  la  asunción  del  riesgo  de  muerte  por  el  Sistema  de  Seguridad  Social  lntegral
de  la   Ley  100  de   1993|   Por  CÓnsiguiente,  no  hay  un  rubro  presupuestal  de  gasto  que
pueda afectarse  para tal  contratac¡ón.  (....)

En  este orden  de  ideas, frente  a  este  hecho,  el  Despacho  adara` que  dicho  elemento
(daño  patrimon¡al  aI  Estado),  fue  definido  expresamente en  el  artículo  6  de  la  Léy 610  de
2000  y  mediahte  el  prónunc¡am¡ento  de  la  Contraloría  General  de  la  Nación,  el   14  de
Marzo  de  2001,  con  el  concePto  ÓJ  O845  -  01,  en  los  s¡guientes  térm¡nos:    uARTICULO
6O.üaño  patrimon¡al  aI  Estado  (mod¡ficado  por  el  artículo  126  del   Decreto-Ley  403  de
202Ó).  Para  eféctos dé esta  Ley se ent¡eride  por daño  patrimohial  al  Estado  la  lesión deI
Datrimonio   DúblicÓ.   reDresentadar en   el   mehoscabo,  disminución,   Deriu¡c¡o,
detr¡mento,  Dérdida  o  deterioro  de  los.  bienes  o  reaursos  Dúbl¡cos  o  a  los
intereses Datrimon¡alés del  Estado,  produc¡dós por una gestión fiscal antieconóm¡ca,
¡neficaz,  inefic¡ente,  ¡nequftativa  e ¡noportuna, que en térm¡hos generales,  no se aplique al
cumpl¡miento  de  los cométidos y de  los fines esenc¡ales del  estado,  particularizados  por el
objeto  funcional  y  organ¡zaGional,   programa   o   proyecto  del los  sujetos  de  vigilanc¡a  y
contról  de  las  Contralorías".  (Subrayado  y  negrilla  fuera  de  texto).    Agrega  la  d¡spos¡ción
que   dicho   daño    pódrá   ocas¡onarse   como   consecuencia    de    la   conducta    dolosa    o
gravemente   culposa   de   qu¡enes   real¡zán   gest¡ón   f¡scal   o   de   sewido_res   públ¡cós   o
particulares  que  partic¡pen,  concurran,  inddan  o  contribuyan ldirecta  o  indirectamente  en
ia  próduGc¡ón  del  m¡SmÓ,                                                                                        l

Este  precepto  legal,  tiené  un  carácter  enunc¡ativo,  pues  induye  dentro  del  concepto  de
daño,  los  periuicios, definidos como la  gananc¡a  lícita  que deja de obtenerse,  o gastos que
se  c,casionen  por  acto  u  om¡síón  de  otro y  que  éste  debe  indemriízar,  a  más  del  daño  o
detrimento    material    causado    por   modo   directo    que    pueda   sufrir    la    Nac¡ón    o    él
establec¡m¡ento  públ¡co.                                                                                     i

EI  Consejo  de  Estadc,,  según  fallo  con  rad¡cación  número  68001-23-31-000-20iO-Oo7o6-
01  de  fecha  16  de  marzo  de  2017,  en  uhó  de  sus  apartes señalÓ:   "Í,J B Ánc}rs;oens:a4/e
que se tenga  una  certeza  absoluta con  respectO a  la  ex¡stehc¡a  del  daño  patr¡mon¡al,  por
/Ó tanto és necesar¡o que la les¡Ón patr¡mon¡al se haya ocasionado realmente, esto es, que
se  trate  dé  un  daño  éxister,te,  esPecífico  y  objet¡vamente  ver¡ficable,  determ¡nado  o
deterrri¡nable y  ha  man¡féstadó  en  diferentes  óportunidades  que  la  responsab¡l¡dad  f¡scal
tiene  una finalidad  merainente  resarc¡toria y,  por lo tanto,  é5 independiente y autónoma,
dist¡nta  de  la  responsabil¡dad  pena/  o  d¡sc¡pl¡naria  que  pueda  corresponder por  la  misma
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conducta,  pues  lo  que  en  el  proceso  de  responsab¡l¡dad  fiscal  se  discute  es  el  daño
patr¡mon¡a/   que   se   causa   a   los   dineros   públ¡cos,   por  conductas   dolosas   o   culposas
atr¡bu¡bles a  un  serv¡dor. público o  persona  que  maneje dichos d¡neros,  lo que significa
que el daño patr¡mon¡al debe ser por lo menos cuant¡ficable en el momento`en
que se declare responsable fiscalmente a una persona.  (Resaltado nuestro).  ` Se
trae  a  colac¡Ón  en  d¡cho fallo,  la sentenc¡a  de  la  Corte  Constitucional  C-840 de  2001,  para-mÍ]Jc;airi.   "La  misma  Corporac¡Ón, frente a  la  est¡mac¡Ón del  daño, sostuvo  lo sigu¡ente:  "...

destaca el  arti'culo 4 el daño como fundamento de  la  responsab¡/¡dad fiscal,  de  modo que
si  no ex¡ste un  perjuic¡o c¡erto,  un daño fiscal,  no hay cab¡da  para  /a declarac¡Ón de dicha
responsab¡l¡dad.   (....)''.   Así  /as   cosas,   el   proceso   de   responsab¡/¡dad   fiscal   conduce   a
obtener  una  declarac¡Ón  juríd¡ca,  en  la  cual  se  prec¡sa  con  certeza  que  un  determinado
serv¡dor  públ¡co  o  particular debe  cargar  con  las  consecuencias  que  se  der¡van  por  sus
actuac¡ones irregu/ares en  la gestión fiscal que ha  real¡zado y que está obl¡gado a reparar
el  daño  causado  al  erario  públ¡co,  por  su  conducta  do/osa  o  culposa''.   Y  gf±.pre;cjlsa
tamb¡én:  con  respecto  al  daño,  esta  Corporac¡ón  ha  sostenido:   ''Pafia  /a  esf,'macy-oín  c/e/
daño debe acud¡rse a las reglas generales aplicables en mater¡a de responsab¡lidad;  por /o
tanto,  entre otros factores que han  de valorarse,  debe cons¡derarse que aquél  ha  de ser
c¡erto,  espec¡al,  anorma/ y cuant¡ficable con arreglo a  su  real  magnitud,  En e/  proceso de
determinac¡Ón   del   monto   de/   daño,   por  cons¡guiente,   ha   de   establecérse   no   sólo   la
d¡mens¡Ón  de  éste,  s¡no  que  debe  examinarse  tamb¡én  s¡  eventua/mente,  a  pesar  de  la
gest¡Ón f¡scal ¡rregular,  la administrac¡Ón obtuvo o no algún benefic¡ol'.

Por otr? parte, debe mencionarse que los servidores púb'icos se encuentran conformados
por   empleados   públicos,    trabajadores   oficiales   y   miembros   de   las   corporac¡ones;
servidores  que tienen  grandes  diferencias  en  su  regulación jurídica  individual  y  colect¡va.
Y  en  ese  sentido  vale  la  pena  señalar que  en  lo  que  atañe  a  los  trabajadores  oficiales,
quienes  que  se  v¡nculan  a  la  adm¡nistración  bajo  contrato  laboral,  como  lo  establece  el
Consejo de  Estado  (2015) en Sentencia O2762 deI  16 de julio de 2015,  en donde dispuso:
Í'Como es sabido,  la vinculación del empleado público y del trabajador of¡cial es diferente.

El  primero,  se ata a la administración  mediante una  modalidad legal  o  reglamentaria que
involucra   un   régimen   previamente   establecido   en   la   ley  y  que   regula   el   ingreso,   Ia
permanencia,   el   ascenso  y  el   retiro,   Io   cual   se   concreta   con   el   nombramiento  y   la
posesión.  El trabajador oficial por su parte se vincula mediante un contrato qe trabajo que
se regula a través de sus cláusulas convenc¡onales ( . . .)"

Así  mismo,  en  lo  que tiene que ver con 'derecho colectivo de  los trabajadores  oficiales  el
Código  Sustantivo  del  Trabajo  en  su  artículo  3,  dispone:    "E/ preser,Íe  CÓc/,-go regu/a /as
relaóiones  de  derecho  indijidual  del  Trabajo de  carácíer  particular,  y  las  de  derecho
colectivo del Trabajo, oficiales y pariiculares."

De  acuerdo  a  lo  anterior,  las  organizaciones  s¡nd¡cales  de trabajadores  oficiales tienen
facultades   tan    ampl¡as    como    las    que    ostentan    los   trabajadores    particulares,    de
conformidad  con  el  artículo  416, del  Código  Sustant¡vo  del  Trabajo,  que  estipula:     ÍíLos
sind¡catos de  empleados  públicos  no  pueden  presentar pliegos  de  peticiones  ni  celebrar
convenciones  colectivas;  pero  los  s¡nd¡catos  de  los  demás  trabajadores  ofic¡ales
tienen todas las atribuc¡ones de los otros sindicatos de trabajadores, y sus pliegos
de peticiones se tram¡tarán en los mismos térm¡nos que los demás, aun cuando no
puedan declarar o hacer huelga." (Subrayado fuera de texto).
Teniendo  en  cuenta  lo  citado,  encobntramos  que  los  trabajadores  of¡ciales  se  encuentran
facultados  para  suscr'ibir convenciones  colectivas,  como  lo  ha  respaldado  la  doctr¡na  en
aqueI)a maker¡ia:.   La condición  de trabajador oficial  implica el  libre ejercicio del derecho a
la   asociación   sindical,   es   decir,   tener   la   posibilidad   de   conformar   organizaciones
sindicales  de  todas  las  clases  y  niveles,   presentar  pliego  de  peticiones,   negociar  y
suscribir convenciones  colectivas  de  trabajo,  tener  las  diversas  clases  de  fuero  sindicaI
Í..J.  (Guarín Duran, 2016)
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Por su parte el autor V'illegas Arbeláez-. "Adviértase que, por su prop¡a naturaleza y objeto,
por  def¡nición  legal,  es  obvio  dec¡r  que  la  convención  o  contrato  colect¡vo  se  aplica  aI
vínculo  contractual  puesto  que  la  convenc¡ón  es  para  fijar  cond¡ciones  que  regirán  los
contraíos  de trabajo.  (...)    EI  Contrato  Sind¡cal,  como  su  nombre  lo  ind¡ca,  solo  procede
dentro  del  vínculó  laboral  contractual  de  los  trabajadore¿  privados  y  trabájadores
ofici.alps.. P.pr.ello. d.icp. Ia. nprT9 .g.ue  los_cpntr_atos_s_ipc!!calesise  r¡gen  por las  normas deI
contrato indiyidual del trabajo." (V|illegas Arbeláez. 2O14)          i

De  acuerdo  a  lo  anterior,  [os  s¡ndicatos  de  trabajadores  oficiales,  tienen  las  atribuc¡ones
del  Código  Sustantivo  del  Trabajo  para  negociar  y  suscribir  convenciones  colectivas,  en
contraste  con  los  empleados  públicos,  quienes  tienen  las  limitac¡ones  d¡spuestas  en  el
Decreto  160 de 2014.                                                                                       I

Ahora bien,  teniendo en cuenta  lo anterior,  es  pertinente  revisar si existe  una convención
colectiva,  la  cual  ob]igue  a  la  administración  a  real¡zar dichos  pagos,  así  como  la  cal¡dad
del  servidor público  a quienes se  les  pago  dicho seguro,  para que  posterior a  realizar un
análisis jurídico,  se determine el daño patr¡monial.

l

En  este  sentido,  en  desarrollo  del  proceso  que  se  adelante,  tendrá  que  revisarse  la
gest¡Ón   fiscal   desplegada   en   su   momento   por   cada   uno'  de   los   Supervisores,   para
determ¡nar  s¡  fueron  aJ'enos  a  la  responsab¡l¡dad  asumida  y  actuaron  en  contravía  de  los
fines  del  Estado,  t:eniendo  en  cuenta,  como ya  se  ha  ¡nd¡cado  en  otras  actuaciones  que el
concepto   de   la   gestión  fiscal,   requ¡ere   a   más  de   la   s¡mplei  d¡sponib¡l¡dad   material   que
t¡enen   los  servidores  públicos  sobre  el  patr¡monio  públ¡co  para  el  cumpl¡miento  de  sus
func¡ones   (o   los   particulares,   según   el   caso,   cuando   administran   o   custod¡an   dicho

patr¡monio),  tener  una  disponibil¡dad  o  t¡tularidad jurí`d¡ca  sobre  los  m¡smos,  esto  és,  que
el  sujeto  tenga  la  capac¡dad  funcional  o  contractual  de  ejercer  actos  de  gestión  fiscal
sobre  ese  patr¡mon¡o;  esto  es,  s¡  carece  de  d¡cha  titular¡dad  J®urídica,  no  tiene  mando  o
dec¡sión  de  dispon¡bilidad sobre  los  fondos  o  bienes  públicos  (así tenga  la  disponib¡lidad
mater¡al),  no  habrl'a  gestión  fiscal,  y  por  lo  tanto  no  habri'a  responsabil¡dad  fiscal,  s¡no

patrimonial,  lo cual  obl¡garía  a que  la  reparac¡ón se surt¡era  pór otra vía d¡versa.
l

Frente  a  la  situac¡ón  expuesta,  será  necesar¡o  señalar  también  que  el  artículo  119  de  la
lJÍ=N   L4]4  de  2!DLl,  e!stflkJ^ec!e;.      "En   los   procesos   de   responsab¡lidad   fiscal,   acciones
populares  y  acc¡ones  de  repetic¡Ón  en  los  cuales  se  demuestre  la  ex¡stenc¡a  de  daño
patr¡monial  para  el  Estado  proveniente  de  sobrecostos  en  la, contratac¡Ón  u  otros  hechos' ¡rregulares,' restponderán sd/¡dariamente el ordenador del gasto del respect¡vo organ¡smó -o

ent¡dad contratante con el contratista, y con  /as demás personas que concurran al  hecho,
hasta  la  recuperac¡Ón del  detr¡mento patr¡mon¡al''.

En  mérito de l'o anter¡ormente expuesto,  Ia  D¡recc¡ón Técn¡ca de  Responsab¡lidad  F¡scal,

RESUELVE                      I

ARTÍCULO   PRIMERO:  Vincular  al   proceso  de   responsab¡lidad  fiscal   rad¡cado   bajo  el
número  112-032-020,  adelantado  ante  la  Administración  Mi,nicipal  de  Chaparral-Tolima,
como présuntos responsables fiscales a  los sigu¡e,ntes serv¡dores públicos para  la época de
los  hechos,  señores:  WILSON  EUSEBIO  VARON  TORRES,  ¡dent¡ficado  con  la  C.C  No
93.450.937  de  Chaparral,  Almacen¡sta   General   de  la  Secretaría  General  y  de  Gob¡erno

(periodo  O4  de jun¡o  de  2Ó13,  al  O9  de  marzo  de  2018),  Supervisor del  Contrato  115  del
12 de abr¡l  de 2016 -Seguro de Vida  en G,rupo-Póliza No 480-15-994000000310(sol¡dar¡a),

por.valor  de  $3.360.000,oo;  y  FEDERMAN  CAMPOS  GARZON,|  identificado  con  la  C.C
No  51885.032  de  Chaparral,  Almacen¡sta  General  de  la  Secretaría  General  y  de  Gob¡erno

(per¡odo  12  de  marzo  de 2013,  al  31  de  d¡ciembre  de  2019),ÍSupervisor deI  Contrato  126
del`  11   de   abril   de   2017   -   Seguro   de  Vida   en   Grupo-PÓl¡za   No  480-15-994000000374

(sol¡daria),  por valor de $4.200.000.oo,  y Contrato  144 del  O2 de abril  de 2019  - Seguro
de V¡da  en  Grupo-Póliza  No  480-15-99400000Ó418(solidaria),  por valor de  $5.000.000ioo;

pór  el  presunto. daño  patrimonial  ocasionado  al  munic¡p¡o  dei Chaparral-Tol¡ma,  el  cual  se
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:3geena##1m2¡On2aOdOy #Ju?ssruazpoanLid£clóiTefnoTr=lehna!aa:go fi-l. nú mero 24 del
ARTICULO  SEGUNDO:  V¡ncular  al   proceso  de   responsab¡l¡dad  fiscal   radicado  bajo  e'
número  112-032-2020,  adelantado  ante  la  Adm¡nistrac¡ón  Municipal  de  Chaparral-Tolima,
las    pÓ'izas    de    Seguro    Manejo  `Sector    Oficial     de    la    Compañía    de    Seguros
ASEGURADORA  SOLIDARIA  DE' COLOMBIA,  d¡stingu¡da  con  el   NTT  860i524.654-6,
así:

-  PÓliza  No. 480-64-994000000335, fécha  de expedic¡ón  27 de agosto de 2015

V¡genc¡a:  27 de agosto de 2015 al  27 de agosto de 2016   -   Exped¡c¡ón
Amparo:  Fallos con  responsab¡l¡dad fiscal
Va'or Asegurado:  $20.000.000.oo (fol¡o 39)

- PÓliza  No. 480ú4-994000000335, fécha de expedic¡ón 29 de agosto de 2016

Vigencia:  27 de agosto de 2016 al 27 de agosto de 2017   -   Renovac¡ón
Amparo:  Fallos  con  responsab¡lidad  fiscal
Valor Asegurado:  $20.000.000.oo (folio 40)

-  Pól¡za  No.  480-64-994000000335, fecha  de exped¡ción  17 de agosto de 2017

V¡genc¡a:  27 de agosto de 2017 al  27 de agosto de 2018   -   Renovac¡Ón
Amparo:  Fallos con  responsab¡l¡dad fiscal
Valor Asegurado:  $20.000.000.oo  (fólio 46)

En  virtud  de  lo anterior,  comuníquese  la  presente  actuac¡Ón  de  confomidad  con  e-l
ariículo  44  de   la   Ley  610  de  2000,   enviándole  copia  del  Auto  de  Vinculación  al
representante  legal  o a  quien  haga  sus veces  de  la  CompañiJa Aseguradora y enterándola
que  contra  el   mismo   no  procede   recurso  alguno.  Se  advertirá  también  que   la  citada
compañía  ya  se  encuentra  v¡nculada  en  el  Auto  de Apertura  de  lnvestigación  No  O35  del
O5 de  noviembre de 2020,  med¡ante otra  póliza, y el  cual  le fue deb¡damente comun¡cádo,
a  través  de'  oficio  con  rad¡cado  de salida  CDT-RS-2020-00005526  del  12  de  noviembre  de
202O (folio 28).   £Q[[eg:   notmcac¡ones@sol¡daria,com.co

ARTÍCULO  TERCERO:   Confome   al   ariículo   106   de   la   Ley   1474   de   2011,   not¡ficar

93.450.937  de  Chaparral,  Almacenista  General  de  la  Secretaría  General  y  de  Gob¡emo,
para 'a época de los hechos, Superv¡sor del Contrato  115 del  12 de abri' de 2016 -Seguro

§g Mé:dna£nd€"¿Ph:-pPaÓJtZ: NyO +##00#3ploOSSO#a3|N3i:£==iÉ==dD:a:coOnn¡: 6cTcO N9;
5.885,032 de Chaparral, Almacen¡sta  General  de'la  Secretaría  General  y de Gob¡emo,  para
la  época  de  los  hechos,  Superv¡sor del  Contrato  126  de'  11  de abril  de  2017  -Seguro de
Vida  en  Grupo-Póliza  No  480-15-99400Ó00O374  (sol¡daria)  y Contrato  144 del  O2  de  abril
de 2019 -Seguro de V¡da  en  Grupo-Póliza  No 480-15-994000000418(sol¡daria).   Direcc¡ón:
Manzana  29 Casa  11  Barrio José  María  Me]o de Chaparral|_

ARTÍCULO  CUARTO:   Una  vez   notmcadcx5  del   contenido  de   la   presente   proridencia,
ejercerán  su  derécho a s;er escuchados en Versión  L¡bre y Espontánea,  en  los tém¡nos deI
presente  ariículo,  confom-e  a  lo  estatuido  en  el  ariículo  42  de  la  Ley  610  de  2001,  los
señores:  WILSON  EUSEBIO VARóN  TORRES,  Superv¡sor  del  Contrato  115  del  12  de
abril   de  2016  -  Seguro  de  V¡da   en  Grupo-PÓ!¡za   No  480-15-994000000310(solidaria);  y
FEDERMÁN  CAMPOS GARZóN,  Superv¡sor del  Contrato  126  del  11  de  abril  de  2017  -
Seguro  de  V¡da  en  Grupo-Póliza  NoÓ480-15-994000000374  (solidaria)  y  Contrato  144  del
O2 de abril  de 2019 -Seguro de Vida  en  Grupo-Pól¡za  No 480-15-994000000418(sol¡daria);
versión que deberá ser rend¡da  preferiblemente por escrito, la cual cons¡ste en el derecho
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que   le  as¡ste  al   presunto   responsable  de   los  hechos   materia   de   investigación   de  ser
escuchado  por  parte  del  func¡onario  ¡nvest¡gador,  donde  ¡nd¡cará  si  conoce  los  hechos
materia   de   invest¡gac¡ón,   hará   un   relato   de   los   m¡smos, i con   las   explicaci-ones   que
cons¡dere  pertinentes,  solic¡tara y aportara  las  pruebas que considere conducentes,  podrá
controvertir  las  que  se  alleguen  en  su  contra  y  ejercer a  plen¡tud  el  derecho  de  defensa.
Documento  que  deberá  ser  rad¡cado  dentro  de  [os |5  días  siguientes  a  ]a
notificación.  del    presente    Auto,    en    la    Secretaría    General    de    la    contraloría
Depártamental   del  Tolima,  'ub¡cada   en   la  calle   11   entre  carrera   2  y  3  frente  a'   Hotel

+=%tária.aedneemiáacontr:¥iuo#aa€oiimaiaeov.c::aÉ=érendaOndo aei l p#éSde  r#onsaCbO¡#É
fiscal,   debidamente  firmado,   con   nombre   completo,   número   de  cédula,   ¡ndicación   deI
correo  electrónico  y  direcc¡ón  ffsica.    Igualmente,    se  le  comun¡ca  que  podrá  ser  as¡st¡do

por  un  profesional  del  derecho  s¡  así  lo  estiman  conveniente,  advirtiéndoles  que  en  el
evento  de  la  no  presentación  de  la  vers¡ón  ¡ndicada,  se  procederá  a  la  designación  de  un
apoderado de ofic¡o según  las prev¡siones del  ariículo 43 de la ley 610 de 2000.

ARTÍCULO  QUINTO:  Decretar  las  medidas  cautelares  a  que  haya  lugar,  confomando

:::#?dSadst;Pnafod£biin£#oeenndOei :arti++il¿Cii"2dde:a iEfyOTiaod¿óen 2o#.re   lo/s/ bienes,   de
l
L

ARTICULO    SEXTO=    Comunicar    la    presente    decisión    al    doctor   JORGE    MARIO
CALDERóN   SUAZA,   identificado   con   la   C.C   No   1.110.499.187   de   lbagué  y  T.P   No
231.788  deI  C.S  de  la  J,  apoderado  de  confianza  del-señor  HUMBERTO  BUENAVENTURA
LASSO,   en   su   cond¡c¡ón   de  Alcalde   Mun¡cipal   Chaparral,   época   de   os   hechos.   Correo:
mcalderon.asesores@clma¡l.com  (fol¡o  101).    Y    al  doctor  LEONEL  OROZCO  OCAMPO,
identfficado  con   la   C.C   No   10.277.963   de   Man¡zales  y  T.P"No  96.044  del  C.S  de   la  J,
apoderado  de confianza  de'  señor  EDWIN  LEONARDO AVILES GARCIA,  Secretario  General

y      de      Gobierno      Mun¡c¡pio      de      Chaparral,      época      de      los      hechos.      £Q[[eQ:
qerenda.orozcoocampoaboqados@gma¡l.com  (fóllo 92).           i

h

ARTÍCULO  SÉPTIMO=  Comun¡car  al  representante  legal  dé  la  Adm¡n¡stración  Municipal
de   ChaparralTolima,   sobre   la   v¡nculación   y   apertura   del   Proceso   de   Responsabilidad
F¡scal,  rem¡t¡endo  cop¡a de  la  presente  prov¡dencia,  con  el  propósito quei surta  los trámites
de   carácter   contable,   presupuestal   y   financ¡ero   que   correspondan   y   las   demás   que
considere  necesarias|  D¡recc¡ón:  Carrera  9  No  9-02  Esqu¡na+dific¡o  Alcaldía  Chaparral  /
desDacho@chaD'arral-tolima.aov.co

l

ARTÍCULO OCTAVO: Contra  la presente dec¡sión no procede recurso alguno.

ARTÍCULO  NOVENO:   Remftase  a  la  Secretaría  General  y  Común  de  este  órgano  de
control  para  lo de su competenc¡a.
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